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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL 

DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS JÓVENES 

 

Quien suscribe, Dip. CÉSAR ALEJANDRO DOMÍNGUEZ DOMÍNGUEZ, integrante del 

Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional en la LXVI Legislatura del 

Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción 

II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6, 

numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

consideración la presente Iniciativa al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

1. Las personas jóvenes en México: dimensión demográfica y diversidad de condiciones 

 

Las personas jóvenes constituyen un sector fundamental de la población mexicana, tanto por 

su dimensión demográfica como por la diversidad de circunstancias sociales, económicas, 

culturales y territoriales en las que desarrollan sus vidas. Su reconocimiento como titulares de 

derechos exige considerar que la juventud no representa una experiencia uniforme, sino una 

etapa del curso de vida que comprende distintas edades, procesos de desarrollo, 

responsabilidades y condiciones de participación en la sociedad. 

 

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), a partir de los 

resultados del Cuestionario Ampliado del Censo de Población y Vivienda 2020, en México 

residían aproximadamente 37.7 millones de personas de entre 12 y 29 años, equivalentes al 30 

por ciento de la población nacional. Esta proporción evidencia la relevancia demográfica de las 
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personas jóvenes y la necesidad de que sus características y necesidades sean consideradas en la 

formulación de las políticas públicas. 

 

La composición de esta población también presenta diferencias según la edad y el sexo. 

Conforme a los resultados del Censo de Población y Vivienda 2020 difundidos por el INEGI, el 

50.2 por ciento de las personas de 12 a 29 años eran mujeres y el 49.8 por ciento hombres. 

Asimismo, el grupo de 15 a 19 años representaba el 28.6 por ciento del total de la población 

joven. Estas características permiten reconocer que, incluso dentro de un mismo intervalo de 

edad, existen grupos que atraviesan momentos distintos de formación, incorporación a la vida 

adulta y construcción de sus proyectos personales. 

 

La distribución territorial constituye otra dimensión relevante. Según el INEGI, en 2020 

aproximadamente 23.9 millones de personas jóvenes de 12 a 29 años, equivalentes al 63.4 por 

ciento del total, residían en alguna de las 74 zonas metropolitanas consideradas en el análisis 

censal. Esto significa que una parte importante de la población joven también habitaba fuera 

de dichas zonas, en municipios y localidades con características demográficas y territoriales 

diversas. En consecuencia, las políticas dirigidas a este sector deben considerar tanto las 

realidades metropolitanas como las de las ciudades de menor tamaño y las comunidades rurales. 

 

Las características demográficas de México, además, se encuentran en transformación. La 

Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica (ENADID) 2023 muestra que la proporción de 

personas de 15 a 29 años pasó de 24.6 por ciento en 2018 a 23.5 por ciento en 2023, en un 

contexto de cambios en la estructura por edades de la población. Aunque este indicador 

comprende un intervalo de edad distinto al de la presente iniciativa, permite advertir que la 
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composición demográfica del país evoluciona y que las políticas públicas en materia de juventud 

requieren información actualizada para responder a esas transformaciones. 

 

La diversidad de las personas jóvenes no se limita a su edad, sexo o lugar de residencia. También 

comprende diferencias relacionadas con la pertenencia a pueblos y comunidades indígenas, la 

discapacidad, las condiciones familiares, las trayectorias educativas y laborales, así como los 

contextos culturales y comunitarios en los que participan. Estas características pueden coincidir 

en una misma persona y configurar experiencias distintas dentro de la población joven, por lo 

que su reconocimiento resulta indispensable para evitar enfoques generales que desconozcan 

sus particularidades. 

 

En este sentido, una legislación general en materia de juventud debe partir del reconocimiento 

de las personas jóvenes como una población plural, cuyas condiciones y necesidades varían a lo 

largo de las distintas etapas de su desarrollo. La definición de un ámbito de protección que 

comprenda a las personas de 12 a 29 años permite reconocer esa diversidad, sin desconocer las 

disposiciones especiales que corresponden a las personas menores de dieciocho años conforme 

al marco jurídico de protección de niñas, niños y adolescentes. 

 

Por ello, el diseño de las políticas públicas dirigidas a las personas jóvenes debe sustentarse en 

información demográfica y sociodemográfica suficiente, considerar las diferencias territoriales 

y reconocer las particularidades de los distintos grupos que integran esta población. Solo 

mediante una aproximación que atienda esa diversidad será posible establecer instrumentos de 

actuación pública acordes con las condiciones reales de las personas jóvenes en México. 

 

2. Las desigualdades y obstáculos para el ejercicio de los derechos de las personas jóvenes 
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El ejercicio efectivo de los derechos de las personas jóvenes enfrenta obstáculos que no pueden 

explicarse únicamente por la existencia o ausencia de oportunidades individuales. Las 

condiciones económicas de los hogares, la continuidad de las trayectorias educativas, las 

características de la inserción laboral, las responsabilidades de cuidado y el acceso a servicios 

esenciales influyen en las posibilidades de construir proyectos de vida autónomos. Estas 

circunstancias evidencian la necesidad de examinar las barreras que persisten en distintos 

ámbitos de la vida social y sus efectos sobre el ejercicio de los derechos. 

 

Uno de los desafíos se encuentra en la relación entre educación y trabajo. La continuidad de los 

estudios puede verse afectada por restricciones económicas, responsabilidades familiares o 

dificultades para compatibilizar la formación académica con otras actividades. A su vez, la 

incorporación al mercado laboral no garantiza necesariamente condiciones adecuadas de 

empleo, estabilidad o acceso a la protección social. Por ello, las políticas públicas deben 

considerar tanto las posibilidades de permanencia y conclusión de los estudios como las 

condiciones en que las personas jóvenes transitan hacia la actividad productiva. 

 

Los resultados de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE), correspondientes al 

primer trimestre de 2025, muestran que la tasa de desocupación entre las personas de 15 a 29 

años fue de 4.8 por ciento, frente al 2.5 por ciento registrado para la población económicamente 

activa de 15 años y más. Asimismo, la tasa de informalidad laboral de las personas jóvenes 

alcanzó 58.8 por ciento, mientras que la correspondiente a la población ocupada general fue de 

54.3 por ciento. Estas diferencias muestran que las dificultades de inserción laboral no se limitan 

a conseguir un empleo, sino que también comprenden las condiciones bajo las cuales se 

desarrolla la actividad económica. 
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Las desigualdades de género adquieren particular relevancia cuando las responsabilidades 

domésticas y de cuidado interfieren con las posibilidades de estudiar, trabajar o disponer de 

tiempo para otras actividades. La ENOE del primer trimestre de 2025 identificó que, entre las 

personas de 15 a 29 años no económicamente activas y no disponibles para trabajar, 42.7 por 

ciento de las mujeres se dedicaba a quehaceres domésticos, frente al 8.2 por ciento de los 

hombres. Esta diferencia pone de manifiesto la necesidad de considerar la distribución desigual 

de dichas responsabilidades al diseñar medidas de inclusión educativa, laboral y económica, sin 

equiparar automáticamente la inactividad económica con la falta de interés en participar en el 

mercado de trabajo. 

 

Las limitaciones para ejercer derechos también deben examinarse desde las condiciones 

materiales de bienestar. La medición de pobreza multidimensional correspondiente a 2024, 

publicada por el INEGI, considera de manera conjunta el ingreso y las carencias sociales 

relacionadas con educación, salud, seguridad social, vivienda y alimentación. Este enfoque 

resulta relevante porque permite reconocer que las dificultades económicas pueden coexistir 

con restricciones de acceso a servicios y prestaciones indispensables para el bienestar. En 

consecuencia, una respuesta pública centrada exclusivamente en el ingreso o en un solo servicio 

resultaría insuficiente para atender situaciones en las que concurren distintas carencias. 

 

En materia de salud, las barreras de acceso pueden afectar la atención preventiva, el diagnóstico 

oportuno y la continuidad de los tratamientos. En el caso de las personas jóvenes, ello exige 

considerar necesidades diferenciadas, entre ellas la atención a la salud mental, la salud sexual y 

reproductiva y los servicios de orientación e información. Estas necesidades deben atenderse 

conforme a las disposiciones sanitarias aplicables y con medidas que permitan reducir 
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obstáculos económicos, territoriales, administrativos y de accesibilidad, particularmente para 

quienes enfrentan condiciones de mayor vulnerabilidad. 

 

La vivienda representa otra dimensión de las desigualdades materiales. Las condiciones de 

habitabilidad, la disponibilidad de servicios básicos y las posibilidades económicas de los 

hogares inciden en el bienestar y en las oportunidades de desarrollo de sus integrantes. Para las 

personas jóvenes que buscan establecer un hogar independiente, las dificultades de acceso a una 

vivienda adecuada pueden constituir un obstáculo adicional. Por ello, las acciones públicas en 

esta materia deben considerar tanto las condiciones de vivienda existentes como las necesidades 

que surgen durante los procesos de emancipación residencial, sin asumir que todas las personas 

jóvenes se encuentran en la misma situación familiar o económica. 

 

A estos obstáculos se suman los relacionados con la seguridad y la protección frente a la 

violencia. La Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 

(ENVIPE) 2026 estimó que, durante 2025, 23 millones de personas de 18 años y más fueron 

víctimas de algún delito en México. Aunque esta cifra corresponde al conjunto de la población 

adulta y no exclusivamente a las personas jóvenes, permite dimensionar un problema de 

seguridad pública que también debe considerarse en las políticas destinadas a garantizar 

entornos seguros para estudiar, trabajar, desplazarse y participar en la vida comunitaria. La 

prevención de las violencias y la atención a las víctimas requieren respuestas coordinadas y 

adecuadas a las características de las personas afectadas. 

 

Las barreras para ejercer derechos pueden agravarse cuando se relacionan con condiciones de 

discapacidad, pertenencia a pueblos y comunidades indígenas, insuficiencia de ingresos o 

dificultades de acceso territorial a los servicios. El Sistema de Información de Derechos Sociales, 
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desarrollado originalmente por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 

Social y actualizado por el INEGI, incorpora indicadores destinados a identificar brechas en el 

acceso efectivo a derechos entre distintos grupos de población. Esta perspectiva permite 

advertir que la igualdad jurídica debe acompañarse de medidas que atiendan las condiciones 

específicas que dificultan el acceso a servicios, oportunidades y mecanismos de protección. 

 

En consecuencia, la protección de los derechos de las personas jóvenes requiere una actuación 

pública que no examine de manera aislada la educación, el empleo, la salud, la vivienda o la 

seguridad. Las dificultades que se presentan en uno de estos ámbitos pueden relacionarse con 

las existentes en otros y limitar las posibilidades de ejercer derechos en condiciones de igualdad. 

De ahí la importancia de establecer un marco general que permita articular responsabilidades 

institucionales y orientar las políticas públicas hacia la reducción de barreras y la garantía 

efectiva de los derechos de las personas jóvenes. 

 

3. El reconocimiento constitucional del desarrollo integral de las personas jóvenes 

 

El reconocimiento constitucional de las personas jóvenes como destinatarias de una actuación 

específica del Estado representa un fundamento jurídico para el desarrollo de una legislación 

general en materia de juventud. Este reconocimiento permite establecer que la promoción de 

su desarrollo integral no constituye únicamente un objetivo de política pública, sino un 

mandato previsto expresamente en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

El 24 de diciembre de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el 

que se reformó la fracción XXIX-P del artículo 73 y se adicionó un párrafo al artículo 4o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de juventud. Mediante esta 
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modificación se incorporaron disposiciones dirigidas a promover el desarrollo integral de las 

personas jóvenes y a establecer las bases constitucionales para la intervención coordinada de 

los distintos órdenes de gobierno. 

 

En particular, el artículo 4o. constitucional dispone: 

 

“El Estado promoverá el desarrollo integral de las personas jóvenes, a través de 

políticas públicas con enfoque multidisciplinario, que propicien su inclusión en el 

ámbito político, social, económico y cultural del país. La Ley establecerá la 

concurrencia de la Federación, entidades federativas, Municipios y demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México, para esos efectos.” 

 

Esta disposición incorpora dos elementos relevantes. Por una parte, establece una 

responsabilidad estatal dirigida a promover el desarrollo integral de las personas jóvenes; por 

otra, determina que dicha responsabilidad debe ejercerse mediante políticas públicas con 

enfoque multidisciplinario. En consecuencia, el mandato constitucional no se circunscribe a 

una sola materia administrativa, sino que contempla la articulación de acciones públicas 

relacionadas con distintos ámbitos de la vida de las personas jóvenes. 

 

El enfoque multidisciplinario previsto en la Constitución reconoce que la promoción del 

desarrollo integral requiere la intervención de autoridades con atribuciones diferentes. Su 

aplicación supone que las políticas en materia de juventud puedan vincularse con las funciones 

que corresponden a las instituciones públicas, sin sustituir las competencias que les confieren 

las disposiciones legales respectivas. De esta manera, la actuación estatal debe desarrollarse 
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mediante instrumentos de coordinación que permitan atender objetivos compartidos dentro 

del marco de atribuciones de cada autoridad. 

 

Por su parte, la reforma a la fracción XXIX-P del artículo 73 constitucional otorgó al Congreso 

de la Unión la facultad expresa para expedir leyes que establezcan la concurrencia de la 

Federación, las entidades federativas, los municipios y, en su caso, las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México, en materia de formación y desarrollo integral de la 

juventud, cumpliendo con los tratados internacionales de la materia de los que México sea 

parte. 

 

La relevancia de esta facultad consiste en que proporciona un fundamento específico para 

establecer una regulación de carácter general, orientada a distribuir responsabilidades y definir 

las bases de actuación de los distintos órdenes de gobierno. A diferencia de una disposición que 

regula exclusivamente la organización o las atribuciones de una institución federal, una ley 

general permite desarrollar un esquema de concurrencia que comprenda a las autoridades 

competentes de los ámbitos federal, estatal y municipal, dentro de los límites establecidos por 

la Constitución. 

 

La incorporación de la materia de juventud en el artículo 73 también permite distinguir entre 

la responsabilidad compartida de promover el desarrollo integral y las atribuciones concretas 

que corresponden a cada orden de gobierno. La concurrencia no supone que todas las 

autoridades deban ejercer idénticas funciones, sino que la legislación puede establecer 

responsabilidades diferenciadas y mecanismos de coordinación para el cumplimiento de una 

finalidad constitucional común, respetando el ámbito competencial de cada una. 
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Asimismo, la referencia constitucional a los tratados internacionales exige que el ejercicio de 

esta facultad legislativa sea congruente con las obligaciones internacionales asumidas por el 

Estado mexicano. En relación con ello, el artículo 1o. constitucional establece que todas las 

personas gozan de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 

internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, y dispone que todas las autoridades, en 

el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar 

dichos derechos. Este marco resulta aplicable a las personas jóvenes en su calidad de titulares 

de derechos humanos y orienta la interpretación y aplicación de la legislación que se expida en 

la materia. 

 

En consecuencia, los artículos 4o. y 73, fracción XXIX-P, proporcionan fundamentos 

complementarios para la expedición de una ley general en materia de personas jóvenes. El 

primero establece la finalidad constitucional de promover su desarrollo integral mediante 

políticas públicas multidisciplinarias, mientras que el segundo faculta al Congreso de la Unión 

para regular la concurrencia de los distintos órdenes de gobierno. Sobre estas bases, corresponde 

al Poder Legislativo desarrollar un marco normativo que establezca las disposiciones generales 

necesarias para el ejercicio coordinado de las atribuciones públicas en materia de juventud, con 

pleno respeto a los derechos humanos y al orden constitucional de competencias. 

 

5. La necesidad de una Ley General de los Derechos de las Personas Jóvenes 

 

El reconocimiento y ejercicio de los derechos de las personas jóvenes requiere un marco jurídico 

que permita identificar las responsabilidades de las autoridades y establecer instrumentos para 

su protección. Si bien el ordenamiento mexicano contiene disposiciones aplicables a este sector 

de la población en distintas materias, su regulación se encuentra distribuida entre leyes que 
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responden a objetos, ámbitos de competencia y mecanismos de aplicación específicos. Esta 

circunstancia hace necesario contar con una legislación general que articule dichas 

disposiciones desde una perspectiva de derechos, sin desplazar los regímenes jurídicos 

especializados. 

 

Actualmente, la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud establece las bases de organización 

y funcionamiento de dicho organismo, así como diversas atribuciones relacionadas con la 

definición, instrumentación y evaluación de la política nacional de juventud. Entre ellas se 

encuentran la colaboración con dependencias y entidades públicas, la promoción de acciones 

coordinadas entre órdenes de gobierno y el impulso al conocimiento y ejercicio de los derechos 

de las personas jóvenes. Sin embargo, por su naturaleza y objeto, esta legislación se concentra 

principalmente en las funciones de una institución federal, por lo que resulta necesario 

distinguirla de un ordenamiento general destinado a establecer derechos, obligaciones y bases 

de actuación para las autoridades competentes. 

 

La expedición de una Ley General de los Derechos de las Personas Jóvenes permitiría integrar 

en un mismo instrumento normativo disposiciones relativas a la titularidad de derechos, los 

principios que deben orientar la actuación pública y las responsabilidades institucionales para 

favorecer su ejercicio. Su finalidad no sería sustituir las leyes existentes, sino establecer un 

marco común que facilite la aplicación complementaria de sus disposiciones y proporcione 

criterios generales para la formulación de medidas dirigidas a las personas jóvenes. 

 

Una consideración particular corresponde a la relación de esta propuesta con la Ley General de 

los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Conforme al artículo 5 de dicho ordenamiento, 

son adolescentes las personas de doce años cumplidos y menores de dieciocho años. En 
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consecuencia, las personas de entre 12 y 17 años comprendidas en la presente iniciativa también 

son titulares de los derechos y las medidas de protección reconocidos por esa legislación, cuya 

aplicación debe mantenerse íntegra. 

 

La coincidencia entre ambos ámbitos de protección no implica la sustitución de un régimen por 

otro. La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes reconoce principios y 

mecanismos específicos para garantizar los derechos de las personas menores de dieciocho años, 

entre ellos el interés superior de la niñez, la autonomía progresiva y la protección integral. Por 

tanto, la legislación en materia de juventud debe establecer expresamente que sus disposiciones 

se aplicarán de manera complementaria, sin restringir derechos, disminuir garantías ni alterar 

las atribuciones de las autoridades responsables de la protección de niñas, niños y adolescentes. 

 

Esta complementariedad también debe reflejarse en los mecanismos de participación. La 

inclusión de adolescentes en las políticas de juventud puede ampliar las oportunidades para 

expresar sus opiniones e intervenir en asuntos que les conciernen, siempre mediante 

procedimientos adecuados a su edad, desarrollo y condiciones particulares. Tales mecanismos 

deberán observar los principios y salvaguardas previstos en la legislación especializada, evitando 

que la participación en espacios de juventud implique desconocer la protección reforzada que 

corresponde a las personas menores de edad. 

 

En cuanto a los derechos reconocidos en el Título Segundo de la presente iniciativa, su 

incorporación responde a la necesidad de establecer un marco integral de referencia para la 

actuación de las autoridades en materia de juventud. Los derechos relacionados con la igualdad 

y no discriminación, la educación, la salud, el trabajo, la vivienda, la cultura, el deporte, la 

participación, el acceso a la información, el entorno digital, la movilidad y el medio ambiente 
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cuentan con fundamentos y disposiciones en el ordenamiento jurídico mexicano. Su 

reconocimiento en esta ley no pretende crear regímenes paralelos de prestación de servicios, 

modificar los requisitos establecidos por las leyes especiales ni conferir atribuciones ajenas a las 

autoridades competentes. 

 

La función de este catálogo consiste en precisar su relevancia para las personas jóvenes y 

vincular su ejercicio con deberes de promoción, respeto, protección y garantía, conforme a las 

competencias de cada autoridad. De esta manera, las disposiciones generales pueden orientar la 

adopción de medidas que consideren las circunstancias de las personas jóvenes, mientras que 

las condiciones específicas de acceso a servicios, prestaciones y procedimientos continúan 

sujetas a las leyes que regulan cada materia. 

 

Asimismo, el reconocimiento conjunto de estos derechos permite atender su interdependencia 

jurídica sin establecer jerarquías entre ellos. Las medidas dirigidas a facilitar su ejercicio deben 

observar los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, así 

como las obligaciones generales de derechos humanos que corresponden a las autoridades. Ello 

exige que las disposiciones de la nueva legislación sean interpretadas de forma armónica con la 

Constitución, los tratados internacionales aplicables y las leyes especializadas, evitando 

interpretaciones que impliquen restricciones injustificadas o disminución de la protección 

existente. 

 

En consecuencia, la Ley General de los Derechos de las Personas Jóvenes que se propone tiene 

como finalidad proporcionar un marco normativo común para reconocer sus derechos, 

establecer responsabilidades públicas y favorecer la aplicación coordinada de las disposiciones 

existentes. Su diseño parte de la complementariedad con el orden jurídico vigente, 
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particularmente con la protección integral de niñas, niños y adolescentes, y busca dotar de 

coherencia a la actuación institucional sin generar duplicidades normativas ni sustituir las 

competencias previstas en otras leyes. 

 

6. Antecedentes legislativos en las entidades federativas en materia de juventud 

 

La legislación en materia de juventud ha tenido un desarrollo significativo en el ámbito de las 

entidades federativas, donde distintos congresos locales han aprobado ordenamientos para 

reconocer derechos, establecer responsabilidades de las autoridades y regular instrumentos de 

atención a las personas jóvenes. Estos antecedentes permiten identificar diferentes enfoques 

normativos y constituyen una referencia para conocer cómo se ha abordado jurídicamente esta 

materia dentro del sistema federal mexicano. 

 

La Cámara de Diputados, mediante el estudio Legislación en materia de jóvenes, documentó la 

existencia de ordenamientos relacionados con la juventud en 27 entidades federativas. Entre 

ellas se encuentran Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Chiapas, Chihuahua, 

Ciudad de México, Coahuila, Colima, Durango, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Estado de México, 

Michoacán, Morelos, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, 

Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Veracruz, Yucatán y Zacatecas. Este registro permite reconocer 

la amplitud territorial de los antecedentes legislativos, aunque no supone que todos los 

ordenamientos tengan idéntico contenido, alcances o condiciones de vigencia. 

 

En efecto, la revisión de la legislación identificada permite distinguir diferentes orientaciones. 

Algunas entidades cuentan con leyes que desarrollan catálogos de derechos y obligaciones de 

las autoridades; otras han expedido disposiciones enfocadas en la organización de instituciones 
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de juventud, mientras que ciertos ordenamientos atienden objetivos específicos, como la 

promoción del emprendimiento juvenil. Estas diferencias muestran que la regulación local ha 

seguido diversas rutas legislativas, tanto en la definición de sus destinatarios como en la 

selección de los instrumentos jurídicos empleados. 

 

Un ejemplo es la Ley de los Derechos de las Personas Jóvenes en la Ciudad de México, que 

desarrolla un régimen específico de reconocimiento y protección de derechos, acompañado de 

disposiciones sobre políticas públicas e institucionalidad. Su orientación normativa permite 

identificar una experiencia local en la que la juventud es abordada como un sector titular de 

derechos y no únicamente como destinatario de programas gubernamentales. La legislación 

capitalina constituye, por ello, un antecedente relevante del uso de una ley especializada para 

reunir materias que involucran distintas áreas de la administración pública. 

 

Por su parte, Nuevo León cuenta con una Ley de la Juventud para el Estado de Nuevo León, 

publicada en 2008 y reformada posteriormente. Su artículo 2 comprende a las personas de 12 a 

29 años, mientras que los artículos 5 y 6 reconocen derechos vinculados con la educación, la 

salud, el trabajo digno, la participación política y social, el acceso a la información, la asociación, 

la justicia y el disfrute de espacios públicos. Además, el artículo 3 establece principios rectores 

para las políticas públicas, entre ellos la corresponsabilidad, la igualdad, la inclusión y la cultura 

de paz. Esta legislación también contiene disposiciones sobre obligaciones de las personas 

jóvenes y un Programa Estatal de la Juventud. 

 

La experiencia de Nuevo León presenta otra particularidad: además de su legislación general 

sobre juventud, dispone de una Ley del Instituto Estatal de la Juventud. Este ordenamiento 

regula la organización y funcionamiento del organismo e incorpora un Consejo Joven de 
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Participación Ciudadana de carácter asesor y propositivo. La existencia de ambos instrumentos 

permite distinguir entre las disposiciones que reconocen derechos y orientan la política pública 

y aquellas que desarrollan la estructura y las atribuciones de una institución especializada. 

 

En Jalisco, la Ley para el Desarrollo Integral de las Juventudes del Estado de Jalisco incorpora 

un catálogo de derechos y contempla instrumentos como el Programa Estatal de Juventudes, la 

Red Estatal de Juventudes y el Sistema Estatal de Atención a las Juventudes. Conforme a las 

definiciones contenidas en su artículo 4, estos mecanismos tienen funciones diferenciadas 

relacionadas con la planeación de políticas, la vinculación de instancias municipales y la 

articulación de instituciones gubernamentales y organizaciones de la sociedad civil. Su diseño 

constituye un ejemplo de regulación que incorpora, dentro de un mismo ordenamiento, 

instrumentos de planeación y estructuras de relación entre autoridades y actores sociales. 

 

Los antecedentes de Ciudad de México, Nuevo León y Jalisco muestran que las legislaciones 

estatales no se limitan a una fórmula única. Mientras algunas reúnen derechos e instituciones 

en un mismo cuerpo normativo, otras distribuyen su regulación entre diversos ordenamientos. 

También presentan diferencias en los órganos de participación y en los instrumentos mediante 

los cuales se desarrollan las políticas públicas. Esta variedad debe ser considerada al examinar 

la relación entre una futura legislación general y las disposiciones que ya han sido expedidas 

por los congresos locales. 

 

Dentro de este panorama destaca especialmente la Ley de Juventud para el Estado de 

Chihuahua, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 20 de octubre de 2018. El artículo 1 

establece como objeto garantizar las condiciones para el ejercicio pleno de los derechos de las 

personas jóvenes. Por su parte, el artículo 2 comprende los lineamientos para el diseño, 
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instrumentación y evaluación de políticas públicas, la estructura y atribuciones del Instituto 

Chihuahuense de la Juventud y los medios de participación juvenil en las decisiones 

gubernamentales relacionadas con esta materia. 

 

Uno de sus elementos más relevantes es la definición de la población destinataria. El artículo 3 

considera persona joven a quien tiene entre 12 y 29 años cumplidos, en tanto que el artículo 4 

establece expresamente que sus disposiciones son complementarias a las leyes específicas 

aplicables a quienes tienen entre 12 y menos de 18 años. Esta fórmula resulta particularmente 

pertinente como antecedente legislativo, al mostrar que la legislación de Chihuahua ya 

contempla la concurrencia de disposiciones de juventud con un régimen de protección 

especializado por razón de edad. 

 

La ley chihuahuense desarrolla, además, un catálogo de derechos distribuido en capítulos 

específicos. Reconoce el acceso a la justicia, la libertad de expresión, opinión y religión, la 

reunión y asociación, la participación social y política, la salud, la educación, la información y 

comunicación, el trabajo digno, la cultura, el medio ambiente, la recreación y el deporte. Entre 

sus disposiciones destaca el artículo 8, que prohíbe establecer sanciones a las personas jóvenes 

por motivos relacionados con su apariencia, personalidad o pertenencia a una tribu urbana. Esta 

previsión atiende expresamente situaciones de estigmatización vinculadas con las expresiones 

e identidades juveniles. 

 

En materia educativa, los artículos 19 a 23 contienen disposiciones relacionadas con el acceso 

y continuidad de los estudios. El artículo 20 contempla estrategias para evitar que las personas 

jóvenes interrumpan su trayectoria educativa por condiciones de vulnerabilidad social, así 

como acciones de atención a población desescolarizada. Por su parte, el artículo 23 considera 
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mecanismos de apoyo para madres estudiantes y medidas orientadas a favorecer la permanencia 

escolar de jóvenes migrantes y pertenecientes a comunidades rurales e indígenas. Estas 

previsiones muestran cómo la legislación estatal incorpora circunstancias específicas que 

pueden incidir en las trayectorias educativas. 

 

En el ámbito laboral, los artículos 26 a 28 reconocen el derecho al trabajo digno y establecen 

orientaciones para promover oportunidades de empleo juvenil. Particularmente, el artículo 27 

dispone que las autoridades estatales y municipales contemplen estrategias relacionadas con 

bolsas de trabajo, capacitación laboral y coordinación con el Gobierno Federal. Esta regulación 

constituye un antecedente de la incorporación de objetivos dirigidos a facilitar la participación 

de las personas jóvenes en la vida productiva mediante instrumentos de política pública. 

 

La legislación de Chihuahua también contiene disposiciones específicas en materia de salud. 

Los artículos 16 a 18 comprenden la salud integral y contemplan acciones de prevención y 

atención relacionadas con salud mental, salud sexual y reproductiva, consumo de sustancias y 

embarazos en mujeres jóvenes. Asimismo, los artículos 24 y 25 prevén mecanismos para facilitar 

el acceso a información relevante para los proyectos de vida de las personas jóvenes y promover 

el uso de tecnologías de la información y la comunicación. 

 

Otro elemento de interés es la incorporación de disposiciones relativas a grupos que enfrentan 

circunstancias particulares. La ley contempla medidas dirigidas a personas jóvenes con 

discapacidad, juventudes indígenas y personas jóvenes en situación de vulnerabilidad, así como 

acciones vinculadas con el acceso a servicios, la inclusión social y la eliminación de barreras. Su 

regulación permite identificar el reconocimiento de necesidades diferenciadas dentro de una 

legislación estatal de juventud. 
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Finalmente, el ordenamiento de Chihuahua contempla atribuciones para el Instituto 

Chihuahuense de la Juventud y disposiciones relacionadas con la participación de las personas 

jóvenes en el diseño, instrumentación, evaluación y seguimiento de las políticas públicas. Estos 

elementos, considerados junto con el catálogo de derechos y las obligaciones de las autoridades, 

muestran el alcance de una legislación que combina reconocimiento jurídico e instrumentos de 

actuación gubernamental. 

 

En conjunto, las experiencias legislativas de las entidades federativas permiten constatar que 

México cuenta con antecedentes normativos importantes en materia de juventud. 

Particularmente, las leyes de Ciudad de México, Nuevo León, Jalisco y Chihuahua muestran 

distintas formas de reconocer derechos, establecer responsabilidades y organizar mecanismos 

de intervención pública. El examen de estos ordenamientos aporta elementos concretos para la 

elaboración de la presente iniciativa y permite considerar la experiencia acumulada en el 

ámbito local, respetando las particularidades de sus respectivos marcos jurídicos. 

 

7. Experiencias internacionales de legislación y políticas públicas de juventud 

 

El derecho comparado ofrece experiencias relevantes para examinar las distintas formas en que 

los Estados han incorporado la juventud a sus ordenamientos jurídicos y a sus estructuras de 

gobierno. En América Latina existen modelos que difieren tanto en su alcance normativo como 

en los mecanismos previstos para la intervención de las personas jóvenes en los asuntos 

públicos. Entre ellos destacan los casos de Colombia, Costa Rica y Chile, cuyas legislaciones 

permiten observar tres enfoques: un estatuto de ciudadanía juvenil, una ley general con 

mecanismos de representación territorial y una legislación centrada en la organización de un 

organismo público especializado. 
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En Colombia, la Ley Estatutaria 1622 de 2013 expidió el Estatuto de Ciudadanía Juvenil, 

posteriormente modificado por la Ley Estatutaria 1885 de 2018. Este ordenamiento comprende 

a las personas de entre 14 y 28 años cumplidos y desarrolla una concepción de ciudadanía 

juvenil que distingue tres dimensiones: civil, social y pública. La primera se relaciona con la 

capacidad de las personas jóvenes para desarrollar sus proyectos de vida; la segunda, con su 

intervención en los ámbitos sociales, económicos, culturales y ambientales; y la tercera, con su 

participación en espacios de deliberación y toma de decisiones colectivas. 

 

Una característica distintiva del modelo colombiano es que la participación juvenil se encuentra 

vinculada con procedimientos formales de representación e interlocución. El Estatuto 

contempla Consejos de Juventud en distintos niveles territoriales, concebidos como 

mecanismos autónomos de participación, concertación, vigilancia y control de la gestión 

pública. Asimismo, reconoce las Plataformas de las Juventudes como espacios de encuentro y 

articulación de organizaciones, colectivos y procesos juveniles, cuya integración no se limita a 

las estructuras tradicionales de representación política. 

 

La reforma de 2018 precisó diversas disposiciones sobre la integración, elección y 

funcionamiento de estos mecanismos. Entre ellas destaca el artículo 50 del Estatuto, que 

establece sesiones periódicas de interlocución entre los Consejos de Juventud y las autoridades 

ejecutivas y legislativas de los ámbitos territoriales correspondientes. La disposición contempla, 

como mínimo, dos sesiones anuales con las autoridades ejecutivas y dos sesiones plenarias con 

los órganos legislativos respectivos. Este diseño permite distinguir entre el reconocimiento de 

un espacio de representación y la existencia de procedimientos para que sus propuestas sean 

presentadas ante quienes toman decisiones públicas. 
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Otro elemento del Estatuto colombiano es la regulación de las agendas juveniles. A partir de la 

modificación introducida en 2018, la ley reconoce este concepto como el conjunto de asuntos 

que las personas jóvenes, mediante sus espacios de participación, buscan incorporar a la 

deliberación política y gubernamental. Así, la legislación contempla una relación entre las 

demandas formuladas por las juventudes, los mecanismos de concertación y las instancias 

responsables de adoptar decisiones. 

 

En Costa Rica, la Ley General de la Persona Joven, número 8261, promulgada en 2002, 

estableció un modelo que combina la formulación de políticas públicas con una estructura de 

participación organizada territorialmente. A diferencia del estatuto colombiano, que desarrolla 

de manera extensa los mecanismos de ciudadanía juvenil, la legislación costarricense incorpora 

una arquitectura institucional en la que participan instancias nacionales, representaciones 

locales y organizaciones juveniles. 

 

Entre sus instrumentos destaca la Red Nacional Consultiva de la Persona Joven, prevista en el 

artículo 22 de la ley. Esta red integra representaciones procedentes de centros educativos, 

universidades, asociaciones de desarrollo comunal, comités cantonales, organizaciones no 

gubernamentales y otros espacios de la sociedad civil. Su finalidad es permitir que las personas 

jóvenes intervengan en la formulación y aplicación de las políticas públicas que les conciernen, 

mediante una estructura que reconoce la pluralidad de sus formas de organización. 

 

La dimensión territorial de este modelo se expresa particularmente en los comités cantonales 

de la persona joven, vinculados con las municipalidades y concebidos como espacios de 

participación en el ámbito local. Estos comités forman parte de la Red Nacional Consultiva y 
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permiten relacionar las propuestas surgidas en los cantones con los mecanismos nacionales de 

representación. La legislación también contempla una Asamblea Nacional de la Red, mediante 

la cual se articulan distintas representaciones juveniles. 

 

El modelo costarricense ha continuado siendo objeto de modificaciones legislativas. En enero 

de 2026 se publicó la Ley 10823, que reformó disposiciones de la Ley General de la Persona 

Joven relacionadas con los comités cantonales y la integración de la Asamblea Nacional de la 

Red Nacional Consultiva. Este antecedente muestra que los mecanismos de representación 

pueden ser objeto de ajustes normativos posteriores a su creación, particularmente en lo relativo 

a su integración y funcionamiento. 

 

En Chile, la Ley 19.042, publicada el 16 de febrero de 1991, estableció un enfoque diferente al 

crear el Instituto Nacional de la Juventud como un servicio público funcionalmente 

descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio. Su artículo 2 lo define 

como un organismo técnico encargado de colaborar con el Poder Ejecutivo en el diseño, 

planificación y coordinación de las políticas relativas a los asuntos juveniles. 

 

Entre las atribuciones previstas en dicha ley se encuentran la elaboración de propuestas de 

política pública, la coordinación de programas con organismos públicos y entidades privadas, 

la evaluación de resultados, la generación de información y la promoción de estudios sobre 

juventud. El ordenamiento también faculta al Instituto para proponer iniciativas legales 

relacionadas con esta población y mantener vínculos con organismos nacionales e 

internacionales. 
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La organización territorial constituye otra característica de la legislación chilena. Los artículos 

9 a 11 regulan las direcciones regionales del Instituto y sus relaciones con las autoridades 

territoriales y municipales. A diferencia de los mecanismos de representación juvenil 

desarrollados en Colombia y Costa Rica, estas disposiciones se concentran en la estructura 

administrativa mediante la cual una institución nacional desarrolla sus funciones en distintas 

regiones del país. 

 

La comparación de estos tres casos permite identificar diferencias jurídicas concretas. Colombia 

establece procedimientos de representación y diálogo entre las personas jóvenes y las 

autoridades; Costa Rica incorpora una red consultiva que vincula organizaciones juveniles con 

espacios de participación territorial; y Chile desarrolla principalmente las atribuciones, 

organización y presencia regional de un organismo técnico especializado. Aunque los tres 

modelos se relacionan con la formulación de políticas de juventud, no emplean los mismos 

instrumentos ni atribuyen idénticas funciones a sus mecanismos institucionales. 

 

Estas experiencias también muestran que la regulación de la juventud puede evolucionar 

mediante reformas que precisan los procedimientos de representación, la integración de los 

órganos consultivos o las atribuciones de las instituciones responsables. En consecuencia, su 

análisis no supone la adopción automática de disposiciones extranjeras, sino el reconocimiento 

de alternativas legislativas cuya pertinencia debe examinarse conforme a las características del 

orden jurídico mexicano. 

 

Para la presente iniciativa, el estudio de Colombia, Costa Rica y Chile constituye un referente 

comparativo sobre las distintas posibilidades de organización de la participación juvenil y de las 

instituciones encargadas de atender esta materia. Sus diferencias permiten identificar 



 CÁMARA DE DIPUTADOS 
LXVI LEGISLATURA 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

 
 
 

24 

elementos de diseño normativo que pueden ser considerados durante la elaboración y revisión 

de la legislación nacional, sin desconocer las particularidades constitucionales, administrativas 

y territoriales de cada país. 

 

8. Los instrumentos internacionales de derechos humanos y su aplicación a las personas jóvenes 

 

La elaboración de una legislación en materia de juventud debe considerar los instrumentos 

internacionales de derechos humanos de los que el Estado mexicano es parte, particularmente 

aquellos que establecen obligaciones relacionadas con la adopción de medidas legislativas, la 

protección de personas menores de edad y el ejercicio de derechos civiles, políticos, 

económicos, sociales y culturales. Aunque los principales tratados universales e 

interamericanos no establecen un régimen jurídico exclusivo para las personas jóvenes, sus 

disposiciones resultan aplicables a esta población y proporcionan parámetros para examinar el 

contenido y alcance de las normas nacionales. 

 

En el sistema universal, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

al que México se adhirió en 1981, establece en su artículo 2.1 el compromiso de adoptar 

medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y cooperación internacionales, hasta 

el máximo de los recursos disponibles, para lograr progresivamente la plena efectividad de los 

derechos reconocidos en el instrumento, incluso mediante medidas legislativas. Esta 

disposición resulta relevante porque reconoce a la legislación como uno de los medios mediante 

los cuales los Estados pueden desarrollar sus compromisos internacionales, sin que la expedición 

de una ley, por sí sola, agote las obligaciones derivadas del tratado. 
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El mismo Pacto contiene disposiciones que permiten identificar parámetros específicos para las 

medidas dirigidas a las personas jóvenes. Su artículo 6 reconoce el derecho al trabajo y 

contempla la orientación y formación técnico-profesional entre las medidas necesarias para su 

efectividad. Por su parte, el artículo 13 reconoce el derecho a la educación y establece, entre 

otros aspectos, que la enseñanza secundaria debe ser generalizada y accesible por cuantos 

medios sean apropiados, mientras que la enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible 

sobre la base de la capacidad de cada persona. Estas previsiones constituyen referencias jurídicas 

para examinar las condiciones de acceso a oportunidades educativas y laborales, sin sustituir la 

regulación nacional aplicable a cada materia. 

 

Por otra parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, también ratificado por 

México, reconoce en su artículo 19 la libertad de expresión, que comprende la facultad de 

buscar, recibir y difundir informaciones e ideas, y en el artículo 22, el derecho de asociación. 

Asimismo, su artículo 25 establece derechos de participación en los asuntos públicos para las 

personas ciudadanas, bajo las condiciones previstas en el propio instrumento. La distinción es 

relevante para una legislación que comprende a personas menores y mayores de dieciocho años, 

pues permite reconocer las distintas formas de expresión y asociación sin confundirlas con los 

derechos políticos cuyo ejercicio se encuentra sujeto a requisitos jurídicos específicos. 

 

En el ámbito interamericano, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ratificada 

por México en 1981, dispone en sus artículos 1 y 2 que los Estados parte deben respetar y 

garantizar los derechos reconocidos en ella y adoptar, cuando corresponda, las medidas 

legislativas o de otro carácter necesarias para hacerlos efectivos. A su vez, el artículo 19 

establece el derecho de todo niño a las medidas de protección que su condición requiere por 

parte de su familia, de la sociedad y del Estado. Estas disposiciones ofrecen parámetros 
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convencionales diferenciados para el examen de las medidas legislativas generales y de aquellas 

dirigidas a personas menores de edad. 

 

El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, conocido como Protocolo de San Salvador, amplía 

los referentes normativos del sistema interamericano. Su artículo 1 establece el compromiso de 

adoptar las medidas necesarias para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos 

que reconoce, teniendo en cuenta el grado de desarrollo y los recursos disponibles. Asimismo, 

el artículo 3 prohíbe la discriminación en su ejercicio y el artículo 16 establece disposiciones 

específicas sobre los derechos de la niñez. Este instrumento permite apreciar que las 

obligaciones convencionales comprenden tanto medidas de aplicación progresiva como 

garantías de no discriminación y disposiciones especiales de protección. 

 

En lo que respecta a las personas jóvenes menores de dieciocho años, la Convención sobre los 

Derechos del Niño, ratificada por México en 1990, establece criterios particularmente 

relevantes. Su artículo 3 dispone que el interés superior del niño sea una consideración 

primordial en todas las medidas que le conciernan; el artículo 5 reconoce la importancia de la 

evolución de sus facultades en la orientación y dirección que reciben para ejercer sus derechos; 

y el artículo 12 establece el derecho a expresar libremente su opinión en los asuntos que le 

afectan, debiendo tomarse debidamente en cuenta conforme a su edad y madurez. 

 

La relación entre estas disposiciones ha sido desarrollada por el Comité de los Derechos del 

Niño de las Naciones Unidas. En su Observación general número 14, relativa al interés superior 

del niño, el Comité señala que su evaluación debe comprender el respeto del derecho a ser 

escuchado y la consideración de sus opiniones. De esta interpretación se desprende que la 
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participación de las personas adolescentes en los asuntos que les conciernen no puede 

entenderse separadamente de las condiciones necesarias para garantizar su protección y de la 

valoración de su desarrollo. Este criterio resulta pertinente para el diseño de procedimientos de 

consulta y participación que comprendan a personas de entre 12 y 17 años. 

 

En materia laboral, también deben considerarse los compromisos asumidos por México 

mediante los Convenios 138 y 182 de la Organización Internacional del Trabajo. El primero, 

relativo a la edad mínima de admisión al empleo, fue ratificado por México el 10 de junio de 

2015, con una edad mínima declarada de quince años. El segundo, relativo a la prohibición de 

las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación, fue ratificado el 

30 de junio de 2000. Ambos instrumentos establecen límites y obligaciones que deben 

observarse cuando una legislación dirigida a las personas jóvenes incluye disposiciones sobre 

trabajo, capacitación y oportunidades de inserción laboral. En particular, impiden interpretar 

la promoción del empleo juvenil como una autorización para desconocer las restricciones y 

protecciones correspondientes a las personas menores de edad. 

 

Junto con los tratados ratificados por México, existe un antecedente internacional 

específicamente dedicado a la juventud: la Convención Iberoamericana de Derechos de los 

Jóvenes, adoptada en Badajoz, España, en octubre de 2005 y vigente internacionalmente desde 

el 1 de marzo de 2008. Este instrumento fue desarrollado en el ámbito del Organismo 

Internacional de Juventud para Iberoamérica y constituye una referencia especializada por 

reunir disposiciones relativas a los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales 

de las personas jóvenes. 

 



 CÁMARA DE DIPUTADOS 
LXVI LEGISLATURA 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

 
 
 

28 

La Convención Iberoamericana comprende a las personas de entre 15 y 24 años y contiene 

disposiciones relativas, entre otras materias, a la identidad, la participación, la educación, la 

salud, el empleo y las condiciones para el desarrollo de las personas jóvenes. En 2016 se impulsó 

su actualización mediante un Protocolo Adicional, orientado a ampliar y precisar su contenido 

frente a nuevas realidades juveniles. Su delimitación de edad y su alcance material constituyen 

características propias de ese instrumento, que no deben confundirse con las definiciones 

adoptadas por la legislación mexicana. 

 

Es necesario precisar, sin embargo, que México no ha ratificado la Convención Iberoamericana 

de Derechos de los Jóvenes. De acuerdo con la información publicada por el Organismo 

Internacional de Juventud para Iberoamérica, México figura entre los países que han adoptado 

el instrumento sin completar su ratificación. Por ello, sus disposiciones no deben presentarse 

como obligaciones convencionales vigentes para el Estado mexicano en los mismos términos 

que los tratados ratificados. Su relevancia para esta iniciativa reside en su carácter de 

antecedente especializado y en los elementos conceptuales que ofrece para el análisis 

legislativo. 

 

La revisión de estos instrumentos permite distinguir, por tanto, dos planos jurídicos. Por una 

parte, los tratados universales e interamericanos ratificados por México establecen 

compromisos que deben observarse al regular materias relacionadas con las personas jóvenes, 

incluidas las garantías especiales correspondientes a quienes son menores de dieciocho años. 

Por otra, la Convención Iberoamericana constituye una referencia regional especializada cuyo 

contenido puede ser considerado en el proceso legislativo, sin atribuirle una fuerza vinculante 

que no tiene para México. 
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En consecuencia, la presente iniciativa debe examinarse a la luz de las obligaciones 

internacionales efectivamente asumidas por el Estado mexicano, respetando las condiciones, 

alcances y mecanismos de aplicación previstos en cada instrumento. Este enfoque permite 

sustentar jurídicamente sus disposiciones mediante fuentes convencionales identificables y, al 

mismo tiempo, reconocer los desarrollos internacionales específicos en materia de juventud sin 

confundir su valor orientador con el de los tratados ratificados. 

 

10. La participación juvenil y los mecanismos de planeación, seguimiento y evaluación 

 

La participación de las personas jóvenes en los asuntos públicos requiere condiciones que 

permitan conocer sus propuestas, incorporarlas a los procesos de decisión y dar cuenta del 

tratamiento que reciben por parte de las autoridades. Para ello, no basta con establecer espacios 

de expresión o consulta; es necesario que existan procedimientos mediante los cuales las 

opiniones formuladas puedan ser registradas, examinadas y, cuando corresponda, consideradas 

en la elaboración y revisión de las intervenciones gubernamentales. 

 

En el ámbito federal, la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud contiene un antecedente 

específico. Su artículo 15 regula el Consejo Ciudadano de Seguimiento de Políticas Públicas en 

Materia de Juventud, al que atribuye funciones para conocer el cumplimiento de los programas 

dirigidos a las personas jóvenes, emitir opiniones, recabar planteamientos ciudadanos y 

presentar propuestas a la Dirección General del Instituto. Por su parte, el artículo 15 Bis 

establece que dicho Consejo se integra por veinte personas jóvenes mayores de edad, 

seleccionadas mediante una convocatoria pública, y dispone que sus cargos sean honoríficos y 

tengan una duración de dos años. 
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La existencia de este mecanismo permite identificar una base institucional sobre la cual pueden 

desarrollarse las disposiciones de participación previstas en la presente iniciativa. En lugar de 

establecer un órgano consultivo federal adicional con funciones semejantes, la propuesta 

contempla la utilización de los mecanismos existentes y la posibilidad de ampliar las vías 

mediante las cuales las personas jóvenes puedan expresar sus opiniones sobre los asuntos que 

les conciernen. Esta orientación exige distinguir entre la representación en un órgano 

determinado y las oportunidades de participación abiertas a quienes no forman parte de él. 

 

En este sentido, resulta pertinente prever procedimientos de consulta accesibles a personas 

jóvenes con distintas condiciones educativas, laborales, territoriales y de acceso a tecnologías. 

Las consultas presenciales, los espacios comunitarios y los mecanismos digitales pueden cumplir 

funciones complementarias, siempre que su utilización considere las barreras que podrían 

impedir la participación de determinados sectores. El objetivo consiste en que las autoridades 

puedan recibir aportaciones procedentes de experiencias diversas, sin limitar la interlocución a 

organizaciones formalmente constituidas o a personas que participan habitualmente en 

actividades institucionales. 

 

Un elemento adicional es el tratamiento posterior de las propuestas recibidas. Para que los 

ejercicios participativos tengan una utilidad identificable, resulta conveniente que las 

autoridades documenten los planteamientos presentados, establezcan criterios para su análisis 

y comuniquen, en términos generales, cuáles fueron considerados y las razones que sustentan 

las decisiones adoptadas. Ello no significa que toda propuesta deba ser aceptada, sino que su 

recepción forme parte de un procedimiento susceptible de seguimiento y explicación pública. 
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La participación también debe relacionarse con los instrumentos de planeación gubernamental. 

El artículo 20 de la Ley de Planeación contempla la consulta de diversos grupos sociales para la 

elaboración, actualización y ejecución del Plan Nacional de Desarrollo y sus programas. A su 

vez, el artículo 4 Bis de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud dispone que el Programa 

Nacional de Juventud debe diseñarse con la participación de instituciones gubernamentales y 

académicas, organizaciones de la sociedad civil y, principalmente, de las personas jóvenes. Estas 

disposiciones proporcionan un fundamento para incorporar sus aportaciones en las distintas 

etapas de formulación de las acciones públicas, sin establecer un procedimiento de planeación 

ajeno al marco legal existente. 

 

Además de la participación en el diseño de las políticas, la iniciativa contempla mecanismos de 

información y seguimiento. La disponibilidad de información sobre las acciones dirigidas a las 

personas jóvenes permite conocer su cobertura, identificar a la población atendida y examinar 

los avances respecto de los objetivos establecidos. Para ello, es pertinente que las autoridades 

utilicen indicadores y registros administrativos que permitan distinguir, cuando la información 

disponible y las disposiciones aplicables lo permitan, características como grupos de edad, sexo, 

ámbito territorial y otras variables relevantes para el análisis de los resultados. 

 

La generación y utilización de esta información debe observar las reglas correspondientes en 

materia estadística y de protección de datos personales. En particular, el seguimiento de las 

políticas públicas no requiere hacer públicos datos que permitan identificar indebidamente a 

las personas beneficiarias o participantes. Por ello, la difusión de resultados debe privilegiar 

información agregada y mecanismos que permitan conocer el desempeño institucional sin 

comprometer la confidencialidad de los datos protegidos por la legislación aplicable. 
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Por otra parte, la evaluación constituye un instrumento para determinar si las acciones 

emprendidas alcanzan sus objetivos y para identificar aspectos susceptibles de mejora. La Ley 

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, particularmente en sus artículos 110 y 

111, contiene disposiciones relacionadas con la evaluación del desempeño y el uso de 

indicadores. En consecuencia, los mecanismos previstos en esta iniciativa deben vincularse con 

los procedimientos de evaluación que correspondan a cada programa o dependencia, evitando 

establecer sistemas paralelos que generen cargas administrativas innecesarias o resultados 

incompatibles. 

 

La utilidad de la evaluación depende también de que sus hallazgos puedan traducirse en 

decisiones posteriores. Por ello, el seguimiento de las políticas de juventud debe permitir 

identificar recomendaciones, documentar las medidas adoptadas para atenderlas y reconocer 

aquellas cuestiones que permanezcan pendientes. Este enfoque distingue la producción de 

informes de la utilización efectiva de sus resultados, pues la evaluación no constituye 

únicamente un ejercicio de cumplimiento administrativo, sino una herramienta para revisar la 

pertinencia y ejecución de las acciones gubernamentales. 

 

En materia de transparencia y rendición de cuentas, la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública, expedida en marzo de 2025, establece obligaciones de publicación y 

actualización de información a cargo de los sujetos obligados. En particular, su artículo 65 

contempla información relacionada con las funciones institucionales, los programas, los 

recursos públicos y otros aspectos de la gestión gubernamental. A partir de este marco, la 

presente iniciativa considera pertinente que los resultados de las políticas de juventud, los 

informes de seguimiento y la información institucional correspondiente sean accesibles al 

público, conforme a las disposiciones aplicables. 
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Un aspecto que requiere atención específica es el financiamiento de las medidas previstas en la 

legislación. La Ley del Instituto Mexicano de la Juventud ya contempla, en su artículo 3 Bis, 

fracción VI, la identificación de recursos destinados a la política nacional de juventud dentro 

del Presupuesto de Egresos de la Federación, conforme a la normatividad aplicable. Este 

antecedente permite reconocer que la dimensión presupuestaria forma parte de la 

instrumentación de las políticas públicas y debe relacionarse con los mecanismos ordinarios de 

programación y asignación de recursos. 

 

La presente iniciativa parte de que la aplicación de sus disposiciones deberá realizarse mediante 

las previsiones presupuestarias correspondientes, de conformidad con la legislación en materia 

de planeación, presupuesto y responsabilidad hacendaria. En este sentido, la entrada en vigor 

de la ley no debe condicionarse a la autorización previa de recursos adicionales, pues la vigencia 

de un ordenamiento y la programación financiera de las acciones necesarias para su 

cumplimiento corresponden a cuestiones jurídicamente distintas. Ello no elimina la necesidad 

de identificar los requerimientos presupuestarios derivados de su implementación ni exime a 

las autoridades de gestionar los recursos que correspondan mediante los procedimientos legales. 

 

Por tanto, la propuesta contempla que las instituciones desarrollen las acciones iniciales que 

resulten posibles dentro de sus atribuciones y presupuestos aprobados, mientras que las 

necesidades financieras posteriores deberán considerarse en los procesos ordinarios de 

programación y presupuestación, de acuerdo con la disponibilidad de recursos y las 

disposiciones aplicables. Esta previsión busca establecer una ruta de implementación 

compatible con el régimen hacendario, sin interpretar la ausencia de asignaciones 

extraordinarias inmediatas como una suspensión de la vigencia de la ley. 
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En conjunto, las disposiciones de participación, planeación, información, seguimiento, 

evaluación y transparencia previstas en la iniciativa tienen por objeto establecer 

procedimientos que permitan conocer las propuestas de las personas jóvenes, documentar las 

decisiones públicas y examinar los resultados de las acciones emprendidas. Su articulación con 

los mecanismos administrativos y presupuestarios existentes busca que la aplicación de la 

legislación pueda ser objeto de seguimiento institucional y escrutinio público, dentro de las 

responsabilidades y recursos legalmente correspondientes. 

 

11. Beneficios esperados de la Ley General de los Derechos de las Personas Jóvenes 

 

La expedición de la Ley General de los Derechos de las Personas Jóvenes representa una 

oportunidad para mejorar las condiciones bajo las cuales las instituciones públicas desarrollan 

sus acciones dirigidas a esta población. Además de su contenido normativo, la propuesta busca 

generar beneficios en la forma en que se identifican las necesidades de las personas jóvenes, se 

organizan las respuestas gubernamentales y se facilita el acceso a las intervenciones públicas. 

Estos efectos deben entenderse como resultados esperados de su implementación, cuyo alcance 

dependerá de las medidas que adopten las autoridades y de las capacidades institucionales 

disponibles. 

 

Un primer beneficio consiste en facilitar la identificación de las responsabilidades públicas y de 

las instancias competentes. Para las personas jóvenes, la existencia de múltiples dependencias y 

programas puede dificultar el conocimiento de las alternativas institucionales disponibles, 

especialmente cuando una misma necesidad requiere acudir a distintas autoridades. La 

iniciativa busca contribuir a que las responsabilidades se encuentren mejor delimitadas y que 
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las instituciones puedan ofrecer información más clara sobre los servicios, procedimientos y 

mecanismos de atención existentes. Con ello se pretende reducir las dificultades administrativas 

asociadas a la búsqueda de orientación y facilitar la relación de las personas jóvenes con las 

autoridades. 

 

Un segundo beneficio esperado es favorecer la continuidad de las acciones públicas dirigidas a 

la juventud. La formulación de políticas requiere horizontes de actuación que permitan 

desarrollar intervenciones cuyos resultados no necesariamente se manifiestan durante un solo 

ejercicio presupuestario. En este sentido, la existencia de objetivos y referencias institucionales 

de mayor permanencia puede contribuir a conservar información, experiencias y capacidades 

administrativas cuando se producen cambios en las personas titulares de las dependencias o en 

las prioridades de gobierno. Ello no significa que los programas deban permanecer inalterados, 

sino que su modificación o sustitución pueda realizarse con mayores elementos de análisis. 

 

La continuidad institucional también puede favorecer el aprovechamiento de los 

conocimientos adquiridos durante la ejecución de programas anteriores. Las experiencias 

acumuladas por las autoridades, incluidas las dificultades operativas y las soluciones 

desarrolladas en el ámbito territorial, constituyen insumos que pueden orientar decisiones 

posteriores. Su conservación permite evitar que cada nueva intervención comience sin 

considerar los resultados y aprendizajes de las acciones precedentes, lo que puede contribuir a 

una administración pública con mayor capacidad de adaptación. 

 

Un tercer beneficio se relaciona con el aprovechamiento de los recursos públicos y la 

complementariedad de las intervenciones gubernamentales. La Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos, en su Recomendación del Consejo sobre Evaluación 
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de Políticas Públicas de 2022, señala que la evaluación permite examinar aspectos como la 

pertinencia, coherencia, eficiencia y eficacia de las intervenciones. Asimismo, recomienda 

incorporar sus resultados a los procesos de decisión y presupuestación. Desde esta perspectiva, 

la iniciativa puede favorecer que las autoridades identifiquen acciones con objetivos semejantes, 

reconozcan posibilidades de complementariedad y cuenten con mayores elementos para 

determinar dónde resulta necesario fortalecer o modificar las intervenciones existentes. 

 

Este beneficio no supone que la aprobación de la ley produzca ahorros presupuestarios 

automáticos. Su contribución potencial consiste en proporcionar condiciones para tomar 

decisiones mejor informadas sobre la utilización de los recursos disponibles. La identificación 

de actividades que se superponen, de necesidades insuficientemente atendidas o de 

procedimientos susceptibles de simplificación requiere análisis específicos y no puede 

presumirse únicamente a partir de la existencia de un nuevo ordenamiento. 

 

Un cuarto beneficio esperado es mejorar la capacidad de las instituciones para distinguir entre 

las necesidades de diferentes grupos de personas jóvenes. La información general sobre 

juventud puede ocultar situaciones particulares que resultan relevantes para definir el alcance 

de una intervención. Por ello, el uso de información suficientemente desagregada puede 

contribuir a reconocer diferencias relacionadas con la edad, el territorio y otras características 

de la población atendida, siempre que los datos disponibles permitan realizar esas distinciones 

de manera confiable. 

 

La Comisión Económica para América Latina y el Caribe y el Fondo de las Naciones Unidas 

para la Infancia, en su estudio Hacia una generación de políticas para el desarrollo integral de 

las y los adolescentes de América Latina, publicado en 2021, destacan la importancia de 



 CÁMARA DE DIPUTADOS 
LXVI LEGISLATURA 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

 
 
 

37 

desarrollar respuestas públicas que consideren las características de la adolescencia y sus 

distintas condiciones de desarrollo. Este planteamiento permite reconocer que las medidas 

dirigidas a una población definida por un rango amplio de edad requieren suficiente precisión 

para evitar que las necesidades particulares de ciertos grupos queden subsumidas en categorías 

demasiado generales. 

 

Un quinto beneficio consiste en fortalecer la capacidad de las instituciones para corregir 

oportunamente sus intervenciones. La disponibilidad de información sobre resultados puede 

permitir que las autoridades reconozcan dificultades durante la ejecución de una medida y 

adopten ajustes antes de que concluya su periodo de aplicación. La OCDE, en su estudio 

Improving Governance with Policy Evaluation, publicado en 2020, identifica la utilización de 

la evaluación como un componente de la mejora de las decisiones públicas y del aprendizaje 

institucional. Bajo este enfoque, la propuesta busca favorecer que la información obtenida 

durante la implementación tenga utilidad para la toma de decisiones y no se limite a la 

elaboración de informes administrativos. 

 

Este aprendizaje institucional puede adquirir especial importancia cuando las medidas públicas 

se desarrollan en contextos territoriales diferentes. Una intervención que presenta resultados 

adecuados en determinada localidad no necesariamente producirá los mismos efectos en otra. 

La posibilidad de identificar estas diferencias puede contribuir a introducir ajustes en los 

mecanismos de atención, los procedimientos administrativos o las modalidades de 

intervención, atendiendo a las circunstancias de cada ámbito de aplicación. 

 

Finalmente, la iniciativa puede favorecer una relación institucional más clara y verificable entre 

las personas jóvenes y las autoridades públicas. Cuando los compromisos gubernamentales 
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pueden identificarse y sus resultados se encuentran disponibles para consulta, existen mejores 

condiciones para que las personas interesadas conozcan el alcance de las acciones realizadas y 

formulen observaciones sobre su funcionamiento. Este efecto resulta relevante no solo para 

quienes reciben directamente un servicio o participan en un programa, sino también para las 

organizaciones, instituciones académicas y otros actores interesados en conocer los resultados 

de las políticas de juventud. 

 

La CEPAL, en el documento Juventudes y cohesión social: una hoja de ruta para la participación 

significativa de las personas jóvenes en América Latina, publicado en 2025, destaca la relación 

entre la incorporación de las perspectivas juveniles en las decisiones públicas y el 

fortalecimiento de la cohesión social. Esta referencia permite considerar que una relación más 

abierta entre instituciones y personas jóvenes puede contribuir a mejorar las condiciones de 

interlocución pública, aunque sus efectos concretos dependerán de la calidad de los mecanismos 

implementados y de la respuesta efectiva de las autoridades. 

 

En suma, los beneficios esperados de la presente iniciativa comprenden una mayor claridad 

institucional, mejores condiciones para la continuidad de las intervenciones públicas, un 

aprovechamiento más informado de los recursos, una atención más precisa a las características 

de la población joven y mayores posibilidades de aprendizaje y corrección administrativa. Estos 

resultados no deben considerarse consecuencias automáticas de la expedición de la ley, sino 

objetivos cuya realización requerirá una implementación adecuada, capacidades institucionales 

suficientes y decisiones públicas consistentes con sus disposiciones. 

 

De esta manera, la propuesta busca que el reconocimiento jurídico de las personas jóvenes se 

acompañe de mejoras concretas en la actuación gubernamental, de modo que la legislación 
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constituya no solamente un referente normativo, sino también una herramienta para favorecer 

la calidad, pertinencia y continuidad de las acciones públicas dirigidas a esta población. 

 

12. Contenido y alcance de la iniciativa 

 

La presente iniciativa propone la expedición de la Ley General de los Derechos de las Personas 

Jóvenes, integrada por ocho títulos, 64 artículos y siete disposiciones transitorias. Su estructura 

responde a la necesidad de establecer un ordenamiento que defina el alcance de los derechos 

de las personas jóvenes, precise las responsabilidades de las autoridades y determine los 

instrumentos institucionales para su aplicación, dentro del marco jurídico vigente. 

 

El contenido de la propuesta se organiza de manera progresiva: inicia con las disposiciones que 

delimitan su ámbito de aplicación; continúa con el reconocimiento de derechos y las 

obligaciones de las autoridades; desarrolla los instrumentos de política pública y coordinación 

institucional; y concluye con las disposiciones relativas a la participación, planeación, 

información, seguimiento y evaluación. Esta organización permite distinguir las normas 

sustantivas de las disposiciones administrativas necesarias para su cumplimiento. 

 

El Título Primero, denominado «Disposiciones Generales», comprende los artículos 1 al 5. 

Establece el objeto de la ley, su carácter de orden público e interés social, los principios que 

orientan su interpretación y aplicación, así como las definiciones necesarias para delimitar su 

contenido. Asimismo, determina que sus disposiciones se dirigen a las personas jóvenes de entre 

12 y 29 años de edad. 
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Este título también precisa la relación del ordenamiento con las demás disposiciones que 

integran el sistema jurídico nacional. Particularmente, establece que su aplicación a las personas 

de entre 12 y 17 años debe realizarse de manera complementaria a la Ley General de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, sin restringir las garantías y medidas de protección 

que corresponden a este grupo de edad. Con ello, la iniciativa distingue su ámbito poblacional 

de los regímenes de protección especializados y establece criterios para su aplicación 

concurrente. 

 

El Título Segundo, relativo a los derechos de las personas jóvenes, comprende los artículos 6 al 

32. Constituye el apartado sustantivo de la iniciativa y reúne las disposiciones que reconocen 

los derechos relacionados con el desarrollo integral de las personas jóvenes. Su contenido 

abarca, entre otras materias, la igualdad y no discriminación, la salud, la educación, el trabajo, 

la seguridad social, la vivienda, la cultura, el deporte, la participación y el acceso a la 

información. 

 

Las disposiciones de este título contemplan que el ejercicio de tales derechos debe desarrollarse 

conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados 

internacionales de los que el Estado mexicano es parte y las leyes que regulan cada materia. En 

consecuencia, la propuesta no pretende sustituir las atribuciones de las instituciones educativas, 

sanitarias, laborales o de seguridad social, ni modificar los requisitos específicos establecidos en 

sus respectivos ordenamientos. Su alcance consiste en incorporar una perspectiva de juventud 

en la aplicación de los derechos reconocidos por el marco jurídico nacional. 

 

Asimismo, el título considera la diversidad de circunstancias en las que se encuentran las 

personas jóvenes y la necesidad de que las autoridades observen los principios de igualdad 
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sustantiva, inclusión y accesibilidad en el ejercicio de sus atribuciones. Estas previsiones 

permiten orientar la actuación institucional sin establecer categorías de derechos excluyentes 

ni alterar las protecciones especiales previstas en otras leyes. 

 

El Título Tercero, referente a las obligaciones de las autoridades, comprende los artículos 33 al 

37. Establece las responsabilidades generales que deberán observar las instituciones públicas en 

el ámbito de sus respectivas competencias para promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos de las personas jóvenes. 

 

Este apartado contempla deberes relacionados con la incorporación de la perspectiva de 

juventud en la actuación gubernamental, la prevención de prácticas discriminatorias, la 

atención de las necesidades de esta población y la adopción de medidas que favorezcan el acceso 

a los servicios y programas públicos. También establece parámetros generales para que las 

autoridades desarrollen sus funciones con apego a los principios previstos en la ley. 

 

El alcance de estas disposiciones es transversal, por lo que su cumplimiento corresponde a las 

autoridades competentes en cada materia. De esta forma, se evita concentrar en una sola 

institución responsabilidades que, por su naturaleza, corresponden a diferentes dependencias y 

órdenes de gobierno. 

 

El Título Cuarto, denominado «De la Política Nacional de las Personas Jóvenes», comprende los 

artículos 38 al 41. Establece los elementos generales que deberán orientar la formulación y 

ejecución de las acciones públicas en materia de juventud, así como su vinculación con las 

prioridades y objetivos de la planeación nacional. 
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En este título se propone definir la Política Nacional como el conjunto de objetivos, principios, 

directrices y acciones que orientan la actuación de las autoridades competentes. Su 

instrumentación deberá articularse con los mecanismos de planeación existentes y, 

particularmente, con el Programa Nacional de Juventud previsto en la Ley del Instituto 

Mexicano de la Juventud. De esta manera, la iniciativa no pretende establecer un programa 

adicional que reproduzca las funciones de dicho instrumento, sino precisar el marco general 

dentro del cual deberán desarrollarse las acciones correspondientes. 

 

Las disposiciones también contemplan que la política nacional considere las características y 

necesidades de las personas jóvenes en los distintos ámbitos territoriales, así como su relación 

con las políticas sectoriales que inciden en el ejercicio de sus derechos. Su formulación deberá 

respetar las atribuciones que las leyes vigentes confieren a las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal y a las autoridades locales. 

 

El Título Quinto, relativo al Sistema Nacional de las Personas Jóvenes, comprende los artículos 

42 al 47. Regula el mecanismo de coordinación mediante el cual las autoridades e instituciones 

participantes podrán articular las acciones relacionadas con la aplicación de la ley y el desarrollo 

de la política nacional. 

 

La iniciativa contempla que el Sistema Nacional tenga una naturaleza de coordinación 

interinstitucional, sin personalidad jurídica ni patrimonio propios, por lo que su 

establecimiento no implicará la creación de una nueva dependencia o entidad de la 

Administración Pública. Su integración y funcionamiento deberán responder a las atribuciones 

de las instituciones participantes y a las disposiciones que regulan su actuación. 

 



 CÁMARA DE DIPUTADOS 
LXVI LEGISLATURA 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

 
 
 

43 

En este marco, el Instituto Mexicano de la Juventud conservará la naturaleza jurídica y las 

facultades que le reconoce su legislación. Su participación en la conducción y operación técnica 

del Sistema Nacional deberá definirse de manera compatible con su estructura orgánica y sin 

sustituir las atribuciones de su Junta Directiva ni las de su Dirección General. Asimismo, las 

funciones del Sistema deberán distinguirse de las responsabilidades que corresponden a cada 

dependencia, evitando que los acuerdos de coordinación se interpreten como una transferencia 

de facultades legalmente conferidas. 

 

El título también contempla disposiciones sobre la integración, las sesiones y los mecanismos 

de funcionamiento del Sistema Nacional. Los acuerdos que se adopten en su seno deberán 

ejecutarse conforme a las competencias de las autoridades participantes y a las disposiciones 

administrativas y presupuestarias aplicables. 

 

El Título Sexto, denominado «De la Distribución de Competencias», comprende los artículos 48 

al 51. Establece las atribuciones que corresponden a la Federación, las entidades federativas, los 

municipios y las alcaldías de la Ciudad de México en materia de juventud. 

 

En el ámbito federal, la propuesta contempla responsabilidades relacionadas con la orientación 

de la política nacional, la articulación de las acciones de alcance general y la colaboración con 

las autoridades de los demás órdenes de gobierno, mediante los instrumentos legalmente 

procedentes. 

 

Respecto de las entidades federativas, se consideran atribuciones vinculadas con el desarrollo 

de políticas y acciones en su ámbito territorial, la atención de las necesidades identificadas en 
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sus respectivas poblaciones jóvenes y la colaboración institucional para el cumplimiento de los 

objetivos previstos en la ley. 

 

En el ámbito municipal, las disposiciones se orientan a las funciones de proximidad con la 

población, la identificación de necesidades locales, la difusión de información y la vinculación 

de las personas jóvenes con los servicios y programas disponibles. Por su parte, las alcaldías de 

la Ciudad de México ejercerán las atribuciones que correspondan conforme a su régimen 

constitucional y legal específico. 

 

La distribución propuesta deberá interpretarse con respeto a la autonomía de las entidades 

federativas y los municipios, así como a las facultades que las leyes sectoriales confieren a las 

autoridades competentes. En consecuencia, las funciones de coordinación nacional no 

implicarán una relación de subordinación administrativa entre los distintos órdenes de 

gobierno. 

 

El Título Séptimo, relativo a la participación de las personas jóvenes, comprende los artículos 

52 al 56. Regula las vías mediante las cuales esta población podrá intervenir en los asuntos 

públicos relacionados con la formulación, desarrollo y revisión de las acciones dirigidas a la 

juventud. 

 

Las disposiciones contemplan mecanismos de consulta, recepción de propuestas y vinculación 

institucional, procurando que su funcionamiento permita la participación de personas jóvenes 

con distintas características y condiciones de acceso. Asimismo, prevén que las autoridades 

competentes puedan considerar las aportaciones recibidas en los procedimientos 

correspondientes y dar seguimiento a los planteamientos formulados. 
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En el ámbito federal, la iniciativa deberá articular estas disposiciones con el Consejo Ciudadano 

de Seguimiento de Políticas Públicas en Materia de Juventud, previsto en la Ley del Instituto 

Mexicano de la Juventud. Por ello, no se propone crear un segundo órgano consultivo con 

funciones equivalentes, sino aprovechar los mecanismos institucionales existentes y establecer 

criterios generales que permitan ampliar las oportunidades de participación. 

 

Tratándose de personas adolescentes, los mecanismos correspondientes deberán desarrollarse 

con observancia de su edad, autonomía progresiva y las disposiciones de protección que les 

resulten aplicables. 

 

El Título Octavo, referente a la planeación, información, seguimiento y evaluación, comprende 

los artículos 57 al 64. Establece las disposiciones necesarias para vincular la aplicación de la ley 

con los instrumentos de gestión pública que permiten organizar las acciones institucionales y 

conocer sus resultados. 

 

En materia de planeación, la propuesta contempla que las acciones dirigidas a las personas 

jóvenes se integren a los instrumentos correspondientes, conforme a las disposiciones legales 

aplicables. Asimismo, considera la utilización de información estadística y administrativa que 

permita identificar las características de la población atendida, las acciones desarrolladas y los 

avances alcanzados, con observancia de las normas sobre protección de datos personales. 

 

Respecto del seguimiento y la evaluación, las disposiciones deberán vincularse con los sistemas 

y procedimientos existentes, de manera que los resultados obtenidos puedan ser utilizados para 

revisar la ejecución de las acciones y orientar las decisiones posteriores. La propuesta también 
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contempla la difusión de información institucional conforme a las obligaciones de 

transparencia que correspondan a cada autoridad. 

 

En materia presupuestaria, el título establece que la aplicación de la ley deberá observar los 

procedimientos de programación, presupuestación y ejercicio del gasto público previstos en la 

legislación aplicable. Las necesidades financieras derivadas de su implementación deberán 

identificarse y atenderse mediante los instrumentos ordinarios correspondientes, sin establecer 

asignaciones automáticas ni facultades presupuestarias ajenas a las autoridades competentes. 

 

Finalmente, la iniciativa incorpora siete artículos transitorios destinados a regular el inicio de 

la vigencia del ordenamiento y las actuaciones necesarias para su implementación. Se prevé que 

la ley entre en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, 

mientras que la instalación del Sistema Nacional y la expedición de sus reglas de 

funcionamiento se realizarán dentro de los plazos establecidos en las disposiciones transitorias. 

 

Asimismo, se contemplan plazos para la elaboración del instrumento programático 

correspondiente y para que las dependencias competentes realicen las adecuaciones 

administrativas necesarias. Estas previsiones deberán guardar congruencia con las atribuciones 

que actualmente corresponden al Instituto Mexicano de la Juventud y con los mecanismos de 

planeación establecidos en su legislación. 

 

En materia financiera, los transitorios establecen que las acciones iniciales se realizarán con 

cargo a los presupuestos aprobados de las instituciones competentes, mientras que los 

requerimientos posteriores deberán considerarse en los procesos presupuestarios respectivos, 
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conforme a la legislación aplicable. Esta disposición no condiciona la entrada en vigor de la ley 

a la autorización de recursos adicionales. 

 

De igual manera, se prevé la continuidad de los mecanismos e instrumentos existentes en 

aquello que resulte compatible con el nuevo ordenamiento, a fin de evitar interrupciones 

administrativas derivadas de su expedición. 

 

La iniciativa establece así una estructura normativa que comprende el reconocimiento de 

derechos, las responsabilidades de las autoridades y los instrumentos para su aplicación. Su 

alcance se encuentra delimitado por el respeto a las competencias constitucionales, la 

legislación sectorial vigente y las disposiciones que regulan la organización y el funcionamiento 

de las instituciones públicas. 

 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración de esta soberanía la siguiente 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley General de los Derechos de las 

Personas Jóvenes. 

 

En razón de lo anteriormente expuesto, pongo a la consideración de esta Honorable Asamblea 

el siguiente proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE LAS 

PERSONAS JÓVENES 

 

Artículo Único.- Se expide la Ley General de los Derechos de las Personas Jóvenes, para quedar 

como sigue: 
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Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social y observancia general en todo el 

territorio nacional, y tiene por objeto garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las 

personas jóvenes, así como establecer las bases, principios y mecanismos para el diseño, 

implementación, seguimiento y evaluación de las políticas públicas en la materia. 

 

Para el cumplimiento de su objeto, la presente Ley establece: 

 

I. Los principios y criterios que deberán observar las autoridades para promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos de las personas jóvenes; 

II. Las bases para la concurrencia, coordinación y distribución de competencias entre la 

Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la 

Ciudad de México; 

III. Los derechos de las personas jóvenes y las bases para su protección y ejercicio efectivo; 

IV. Las bases para el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de la Política Nacional 

de las Personas Jóvenes; 

V. La integración, organización y funcionamiento del Sistema Nacional de las Personas Jóvenes; 

VI. Los mecanismos para garantizar la participación efectiva de las personas jóvenes en el 

diseño, implementación, seguimiento y evaluación de las políticas públicas y acciones que les 

conciernan, y 

VII. Las bases para la generación, sistematización, intercambio y utilización de información 

sobre las condiciones de vida y el ejercicio de los derechos de las personas jóvenes, que permitan 

sustentar el diseño y evaluación de las políticas públicas en la materia. 
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Artículo 2. Son sujetos de los derechos previstos en esta Ley las personas jóvenes de entre doce 

y veintinueve años de edad. 

 

Las personas jóvenes de entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad serán 

consideradas adolescentes para todos los efectos previstos en la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes. 

 

Tratándose de personas adolescentes, las disposiciones de la presente Ley se aplicarán de manera 

complementaria a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, observando 

en todo momento el interés superior de la niñez, la autonomía progresiva y las medidas de 

protección especial que les correspondan. 

 

Ninguna disposición de esta Ley podrá interpretarse o aplicarse para restringir, sustituir o 

disminuir los derechos, garantías y mecanismos de protección reconocidos a las personas 

adolescentes en otros ordenamientos jurídicos. 

 

Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá por: 

 

I. Desarrollo integral: el proceso mediante el cual se generan las condiciones necesarias para 

que las personas jóvenes desarrollen plenamente sus capacidades y ejerzan sus derechos en los 

ámbitos personal, familiar, social, educativo, económico, cultural, político y comunitario; 

II. Instituto: el Instituto Mexicano de la Juventud; 

III. Perspectiva de las personas jóvenes: el enfoque para el diseño, implementación, seguimiento 

y evaluación de disposiciones normativas, políticas públicas, programas y acciones que 

reconoce a las personas jóvenes como titulares de derechos, considera sus características, 
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condiciones y contextos, y promueve su participación efectiva en las decisiones que les 

conciernen; 

IV. Política Nacional: la Política Nacional de las Personas Jóvenes; 

V. Programa Nacional: el Programa Nacional de las Personas Jóvenes, y 

VI. Sistema Nacional: el Sistema Nacional de las Personas Jóvenes. 

 

Artículo 4. La interpretación y aplicación de esta Ley se regirá por los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad de los derechos humanos; 

igualdad sustantiva; no discriminación; inclusión; accesibilidad; interculturalidad; perspectiva 

de género; participación; corresponsabilidad institucional y respeto a la diversidad. 

 

En todas las actuaciones que involucren a personas adolescentes deberán observarse, de manera 

primordial, el interés superior de la niñez, la autonomía progresiva, el derecho a ser escuchadas 

y tomadas en cuenta, así como los demás principios y garantías previstos en la Ley General de 

los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

 

Artículo 5. Son principios rectores para la observancia, interpretación y aplicación de esta Ley: 

 

I. La universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad e integralidad de los 

derechos humanos; 

II. La igualdad sustantiva; 

III. La no discriminación; 

IV. La inclusión; 

V. La participación efectiva de las personas jóvenes; 

VI. La interculturalidad; 
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VII. La interseccionalidad; 

VIII. La transversalidad; 

IX. La accesibilidad; 

X. La perspectiva de género; 

XI. La perspectiva de las personas jóvenes, y 

XII. Tratándose de personas jóvenes menores de dieciocho años, el interés superior de la niñez 

y la autonomía progresiva. 

 

TÍTULO SEGUNDO 

DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS JÓVENES 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 6. Las personas jóvenes son titulares de los derechos reconocidos en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que el Estado 

mexicano sea parte, esta Ley y demás disposiciones aplicables. 

 

Para efectos de esta Ley, se reconocen, entre otros, los siguientes derechos: 

 

I. A la vida digna y al desarrollo integral; 

II. A la igualdad y no discriminación; 

III. A una vida libre de violencias y a la integridad personal; 

IV. A la identidad y al libre desarrollo de la personalidad; 

V. A la educación; 

VI. A la salud integral; 



 CÁMARA DE DIPUTADOS 
LXVI LEGISLATURA 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

 
 
 

52 

VII. A los derechos sexuales y reproductivos; 

VIII. Al trabajo digno, la capacitación y la inclusión laboral; 

IX. A la vivienda adecuada; 

X. A la cultura; 

XI. A la cultura física, el deporte, la recreación, el descanso, el esparcimiento y el disfrute del 

tiempo libre; 

XII. A la participación en los asuntos públicos y en los procesos de toma de decisiones; 

XIII. A la libertad de expresión, reunión, asociación y organización; 

XIV. Al acceso a la información; 

XV. Al acceso, uso y aprovechamiento de las tecnologías de la información y la comunicación 

y al ejercicio de sus derechos en los entornos digitales; 

XVI. A la movilidad; 

XVII. A un medio ambiente sano; 

XVIII. A la paz, y 

XIX. Los demás reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los 

tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte y demás disposiciones 

aplicables. 

 

CAPÍTULO II 

DEL DERECHO A LA VIDA DIGNA Y AL DESARROLLO INTEGRAL 

 

Artículo 7. Las personas jóvenes tienen derecho a una vida digna y al desarrollo integral, que 

les permita ejercer plenamente sus derechos, desarrollar sus capacidades y construir libremente 

su proyecto de vida. 
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Las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán generar las condiciones 

que favorezcan el bienestar y desarrollo de las personas jóvenes en los ámbitos personal, 

familiar, social, educativo, económico, cultural, político y comunitario, así como su acceso 

efectivo a las oportunidades, servicios y medios necesarios para el ejercicio de sus derechos. 

 

Las políticas, programas y acciones dirigidos a garantizar este derecho deberán atender las 

distintas condiciones, contextos y necesidades de las personas jóvenes, de conformidad con los 

principios establecidos en esta Ley. 

 

CAPÍTULO III 

DEL DERECHO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN 

 

Artículo 8. Las personas jóvenes tienen derecho a la igualdad sustantiva, a la igualdad de 

oportunidades y de trato, y a no ser objeto de discriminación que tenga por objeto o resultado 

impedir, restringir o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos y 

libertades. 

 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, género, edad, 

discapacidad, condición social o económica, condiciones de salud, religión, opiniones, 

orientación sexual, identidad o expresión de género, estado civil, condición migratoria, lugar 

de residencia o cualquier otra condición que atente contra la dignidad humana. 

 

Artículo 9. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 
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competencias, deberán adoptar las medidas necesarias para garantizar la igualdad sustantiva y 

prevenir, atender y eliminar la discriminación contra las personas jóvenes. 

 

Para tal efecto, deberán: 

 

I. Identificar y eliminar las barreras que limiten o impidan el ejercicio efectivo de sus derechos 

y el acceso, en condiciones de igualdad, a oportunidades, bienes y servicios; 

II. Adoptar, cuando sean necesarias, medidas de nivelación, medidas de inclusión y acciones 

afirmativas, de conformidad con las disposiciones aplicables; 

III. Incorporar de manera transversal la perspectiva de las personas jóvenes, la perspectiva de 

género y el enfoque interseccional en el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de 

las políticas públicas; 

IV. Prevenir y eliminar prácticas, prejuicios, estereotipos y cualquier otra conducta que genere 

o reproduzca discriminación contra las personas jóvenes, y 

V. Adoptar medidas específicas para garantizar el ejercicio de los derechos de las personas 

jóvenes que enfrenten condiciones de desigualdad, exclusión, discriminación o mayores 

barreras para su ejercicio. 

 

CAPÍTULO IV 

DEL DERECHO A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIAS Y A LA INTEGRIDAD PERSONAL 

 

Artículo 10. Las personas jóvenes tienen derecho a una vida libre de violencias y a que se respete 

su integridad física, psicológica, emocional y sexual, así como su dignidad y seguridad personal. 
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Las personas jóvenes tienen derecho a ser protegidas contra cualquier forma de violencia, abuso, 

explotación, acoso, hostigamiento, discriminación, trato cruel, inhumano o degradante, así 

como cualquier otra conducta que menoscabe su integridad o impida el ejercicio pleno de sus 

derechos. 

 

Este derecho deberá garantizarse en los ámbitos familiar, educativo, laboral, comunitario, 

institucional y digital, así como en cualquier otro espacio público o privado en el que se 

desarrollen las personas jóvenes. 

 

Artículo 11. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán adoptar medidas para prevenir y atender las violencias contra las 

personas jóvenes y garantizar su protección integral. 

 

Para tal efecto, deberán: 

 

I. Diseñar e implementar acciones y políticas públicas para prevenir las distintas formas de 

violencia que afecten a las personas jóvenes; 

II. Establecer mecanismos accesibles para la orientación, atención, protección y canalización 

de las personas jóvenes que sean víctimas de violencia; 

III. Promover la coordinación entre las autoridades competentes para brindar atención integral 

y oportuna; 

IV. Adoptar medidas para favorecer la recuperación física y psicológica, así como la restitución 

de los derechos de las personas jóvenes víctimas de violencia, de conformidad con las 

disposiciones aplicables; 
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V. Desarrollar acciones de información, sensibilización y prevención dirigidas a las personas 

jóvenes y a la sociedad para promover relaciones libres de violencia, y 

VI. Incorporar la perspectiva de género, la perspectiva de las personas jóvenes y el enfoque 

interseccional en las acciones de prevención, atención y protección. 

 

CAPÍTULO V 

DEL DERECHO A LA IDENTIDAD Y AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD 

 

Artículo 12. Las personas jóvenes tienen derecho a la identidad y al libre desarrollo de su 

personalidad, así como a construir y expresar libremente su proyecto de vida, de conformidad 

con las disposiciones aplicables. 

 

Este derecho comprende el reconocimiento y respeto de sus identidades individuales y 

colectivas, así como de sus formas de expresión, pertenencia cultural, convicciones y demás 

elementos que conforman su personalidad. 

 

Las autoridades deberán respetar y proteger el ejercicio de este derecho y promover condiciones 

que permitan a las personas jóvenes desarrollar libremente su identidad y proyecto de vida, sin 

injerencias arbitrarias, de conformidad con las disposiciones aplicables. 

 

CAPÍTULO VI 

DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN 

 

Artículo 13. Las personas jóvenes tienen derecho a una educación inclusiva, equitativa, integral 

y de calidad, que contribuya al desarrollo de sus capacidades, conocimientos y habilidades, al 
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ejercicio de sus derechos y a la construcción de su proyecto de vida, de conformidad con lo 

dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de 

Educación y demás disposiciones aplicables. 

 

La educación de las personas jóvenes deberá promover el respeto a los derechos humanos, la 

igualdad sustantiva, la cultura de paz, la participación democrática, el respeto a la diversidad y 

el cuidado del medio ambiente, así como favorecer el desarrollo del pensamiento crítico y las 

capacidades necesarias para su desenvolvimiento personal, social y profesional. 

 

Artículo 14. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán adoptar medidas para favorecer el acceso, permanencia, continuidad, 

reingreso y conclusión de las trayectorias educativas de las personas jóvenes. 

 

Para tal efecto, deberán: 

 

I. Identificar y reducir las barreras económicas, sociales, territoriales, culturales, físicas y de 

cualquier otra índole que limiten el ejercicio del derecho a la educación; 

II. Impulsar programas de becas, apoyos y demás mecanismos que contribuyan a la permanencia 

y continuidad educativa de las personas jóvenes, de conformidad con las disposiciones 

aplicables y la disponibilidad presupuestaria; 

III. Desarrollar estrategias para prevenir el abandono escolar y favorecer el reingreso y la 

conclusión de estudios de las personas jóvenes que hayan interrumpido su trayectoria 

educativa; 
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IV. Adoptar medidas de inclusión y acciones afirmativas para garantizar el acceso, permanencia 

y continuidad educativa de las personas jóvenes que enfrenten condiciones de desigualdad, 

exclusión o mayores barreras para el ejercicio de este derecho; 

V. Promover condiciones que permitan a las personas jóvenes conciliar sus estudios con sus 

responsabilidades laborales, familiares y de cuidados, y 

VI. Impulsar mecanismos de orientación educativa y vocacional que permitan a las personas 

jóvenes tomar decisiones informadas sobre su formación y desarrollo profesional. 

 

CAPÍTULO VII 

DEL DERECHO A LA SALUD INTEGRAL 

 

Artículo 15. Las personas jóvenes tienen derecho a la protección de su salud integral y al más 

alto nivel posible de bienestar físico, mental y social, de conformidad con la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Salud y demás disposiciones 

aplicables. 

 

Este derecho comprende el acceso oportuno y sin discriminación a servicios de promoción, 

prevención, atención, tratamiento y rehabilitación de la salud, así como a información 

suficiente, accesible y basada en evidencia que les permita tomar decisiones informadas para el 

cuidado de su salud. 

 

La atención a las personas jóvenes deberá brindarse con respeto a su dignidad, privacidad y 

confidencialidad, considerando sus características, condiciones y necesidades específicas. 
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Artículo 16. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán adoptar medidas para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la 

salud integral de las personas jóvenes. 

 

Para tal efecto, deberán: 

 

I. Promover el acceso oportuno, continuo y sin discriminación a los servicios de salud, conforme 

a las disposiciones aplicables; 

II. Desarrollar acciones de promoción de la salud y prevención de enfermedades, atendiendo 

las condiciones y necesidades específicas de las personas jóvenes; 

III. Implementar acciones para prevenir y atender los trastornos de la conducta alimentaria y 

otros problemas relacionados con la nutrición y la salud de las personas jóvenes; 

IV. Desarrollar acciones de prevención, atención, tratamiento y reducción de riesgos y daños 

asociados al consumo de sustancias psicoactivas y otras conductas adictivas, de conformidad 

con las disposiciones aplicables; 

V. Garantizar el acceso a información en materia de salud que sea suficiente, accesible, 

comprensible y basada en evidencia, y 

VI. Promover la coordinación entre las autoridades e instituciones competentes para garantizar 

la continuidad de la atención y, cuando corresponda, la canalización oportuna a servicios 

especializados. 

 

Artículo 17. Las personas jóvenes tienen derecho a recibir atención integral en materia de salud 

mental, mediante servicios accesibles, oportunos y de calidad, orientados a la promoción del 
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bienestar emocional, la prevención, detección oportuna, atención, tratamiento y rehabilitación 

de los problemas de salud mental. 

 

Las autoridades competentes deberán desarrollar e implementar acciones dirigidas a: 

 

I. Promover el bienestar emocional y la salud mental de las personas jóvenes, así como prevenir 

los factores que puedan afectarlos; 

II. Facilitar el acceso oportuno a servicios de orientación, atención psicológica y, cuando resulte 

necesario, atención especializada; 

III. Fortalecer la detección oportuna y la atención de situaciones de crisis y de conductas 

suicidas, así como las acciones para su prevención; 

IV. Combatir los prejuicios, estereotipos y la estigmatización asociados con los problemas de 

salud mental y con la búsqueda de atención; 

V. Promover mecanismos de coordinación y canalización entre los servicios de salud, las 

instituciones educativas y demás autoridades competentes, respetando en todo momento la 

privacidad y confidencialidad de las personas jóvenes, y 

VI. Garantizar que la información y los servicios en materia de salud mental sean accesibles y 

adecuados a las características, condiciones y necesidades de las personas jóvenes. 

 

CAPÍTULO VIII 

DE LOS DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS 

 

Artículo 18. Las personas jóvenes tienen derecho a ejercer sus derechos sexuales y 

reproductivos de manera libre, responsable e informada, con respeto a su dignidad, autonomía, 

privacidad e integridad personal, de conformidad con las disposiciones aplicables. 
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Este derecho comprende la libertad de tomar decisiones sobre su sexualidad y reproducción, 

sin discriminación, coerción ni violencia; acceder a información y educación integral en 

sexualidad basada en evidencia científica y libre de prejuicios; así como recibir servicios de 

salud sexual y reproductiva accesibles, oportunos, de calidad y confidenciales, en los términos 

de la legislación aplicable. 

 

Las personas jóvenes tienen derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre 

el número y espaciamiento de sus hijas e hijos, de conformidad con lo dispuesto en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables. 

 

Tratándose de personas jóvenes menores de dieciocho años, el ejercicio de estos derechos se 

garantizará atendiendo al interés superior de la niñez y a la autonomía progresiva, de 

conformidad con las disposiciones aplicables. 

 

Artículo 19. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán adoptar medidas para garantizar el ejercicio efectivo de los derechos 

sexuales y reproductivos de las personas jóvenes. 

 

Para tal efecto, deberán: 

 

I. Garantizar el acceso a información y educación integral en sexualidad, adecuada a la edad, 

basada en evidencia científica, accesible y libre de prejuicios, estereotipos y discriminación; 
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II. Promover el acceso oportuno y sin discriminación a servicios de salud sexual y reproductiva, 

de conformidad con las disposiciones aplicables; 

III. Desarrollar acciones para la prevención de infecciones de transmisión sexual y embarazos 

no planeados, así como facilitar el acceso a información, orientación y métodos anticonceptivos, 

en términos de la legislación aplicable; 

IV. Garantizar que la atención y orientación en materia de salud sexual y reproductiva se 

brinden con respeto a la dignidad, privacidad, confidencialidad y autonomía de las personas 

jóvenes; 

V. Prevenir prácticas de discriminación, coerción, violencia o cualquier otra forma de 

vulneración de los derechos sexuales y reproductivos de las personas jóvenes, y 

VI. Fortalecer la capacitación del personal encargado de brindar información, orientación y 

servicios en la materia, con perspectiva de género, perspectiva de las personas jóvenes y enfoque 

de derechos humanos. 

 

CAPÍTULO IX 

DEL DERECHO AL TRABAJO DIGNO, LA CAPACITACIÓN Y LA INCLUSIÓN LABORAL 

 

Artículo 20. Las personas jóvenes tienen derecho al trabajo digno, a la igualdad de 

oportunidades y de trato en el ámbito laboral, así como al acceso a oportunidades de 

capacitación y formación que favorezcan su incorporación, permanencia y desarrollo en el 

mercado de trabajo, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, la legislación laboral y demás disposiciones aplicables. 

 

En el ejercicio de este derecho deberá garantizarse la igualdad y la no discriminación en el 

acceso al empleo, la remuneración, la capacitación, la promoción y las condiciones de trabajo. 
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Las personas jóvenes tienen derecho a que el trabajo sea compatible, en la medida de lo posible, 

con la continuidad de sus estudios y con su desarrollo integral, así como a estar protegidas 

contra la explotación laboral y económica y contra cualquier trabajo que ponga en riesgo su 

salud, seguridad, educación o desarrollo. 

 

Tratándose de personas jóvenes menores de dieciocho años, deberán observarse las 

disposiciones y medidas de protección especial previstas en la legislación aplicable. 

 

Artículo 21. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán promover condiciones que favorezcan la incorporación, permanencia y 

desarrollo de las personas jóvenes en el mercado laboral. 

 

Para tal efecto, deberán: 

 

I. Impulsar programas y mecanismos de orientación, capacitación, formación y vinculación 

laboral acordes con las aptitudes, conocimientos y necesidades de las personas jóvenes; 

II. Promover oportunidades de primer empleo y primera experiencia laboral que faciliten la 

incorporación de las personas jóvenes al mercado de trabajo; 

III. Fomentar la vinculación entre las instituciones educativas, los sectores público, social y 

privado y las personas jóvenes, a fin de facilitar su transición de la educación al trabajo; 

IV. Promover prácticas profesionales, servicio social y otras modalidades de formación y 

experiencia que contribuyan al desarrollo de capacidades y competencias laborales, de 

conformidad con las disposiciones aplicables; 
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V. Desarrollar acciones dirigidas a reducir las barreras que enfrentan las personas jóvenes para 

acceder al empleo, particularmente aquellas relacionadas con la falta de experiencia laboral; 

VI. Promover condiciones que favorezcan la continuidad de los estudios y la conciliación del 

trabajo con las responsabilidades familiares y de cuidados de las personas jóvenes, y 

VII. Impulsar medidas de inclusión laboral para las personas jóvenes que enfrenten condiciones 

de desigualdad, exclusión o mayores barreras para incorporarse y permanecer en el mercado de 

trabajo. 

 

Artículo 22. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán promover oportunidades para que las personas jóvenes desarrollen 

iniciativas de emprendimiento, autoempleo y proyectos productivos que contribuyan a su 

desarrollo económico y profesional. 

 

Para tal efecto, impulsarán mecanismos de orientación, asistencia técnica y acceso a 

información sobre programas, apoyos, financiamiento y demás instrumentos disponibles para 

la creación, desarrollo y consolidación de proyectos productivos, así como acciones que 

favorezcan la innovación y sostenibilidad de dichas iniciativas. 

 

Las políticas y acciones en esta materia deberán considerar las condiciones y necesidades de las 

personas jóvenes, particularmente de aquellas que enfrenten situaciones de desigualdad, 

exclusión o mayores barreras para su desarrollo económico. 

 

CAPÍTULO XI 

DEL DERECHO A LA VIVIENDA ADECUADA 
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Artículo 23. Las personas jóvenes tienen derecho a acceder a una vivienda adecuada que 

contribuya a su desarrollo integral, a la construcción de su proyecto de vida y a su participación 

en la comunidad, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

la legislación en materia de vivienda y demás disposiciones aplicables. 

 

Para el ejercicio de este derecho, las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los 

municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, deberán promover políticas, programas y acciones que faciliten a las 

personas jóvenes el acceso a soluciones de vivienda adecuada. 

 

Dichas políticas, programas y acciones deberán considerar las condiciones económicas, sociales, 

territoriales y familiares de las personas jóvenes, así como las barreras que enfrenten para 

acceder a una vivienda. 

 

CAPÍTULO XII 

DEL DERECHO A LA CULTURA 

 

Artículo 24. Las personas jóvenes tienen derecho al acceso, participación y disfrute de la vida 

cultural, así como a la creación y expresión artística y cultural, de conformidad con la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables. 

 

Las personas jóvenes tienen derecho a expresar y desarrollar sus identidades y manifestaciones 

culturales, así como a preservar, practicar y transmitir sus lenguas, conocimientos, tradiciones, 
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usos, costumbres y demás elementos de su patrimonio cultural, con respeto a los derechos 

humanos y a la diversidad cultural. 

 

Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán 

promover el acceso de las personas jóvenes a bienes, servicios, espacios y actividades culturales 

y artísticas, así como fomentar su participación, creación y difusión cultural. 

 

CAPÍTULO XIII 

DEL DERECHO A LA CULTURA FÍSICA, EL DEPORTE, LA RECREACIÓN, EL 

DESCANSO Y EL TIEMPO LIBRE 

 

Artículo 25. Las personas jóvenes tienen derecho a la cultura física y a la práctica del deporte, 

así como a la recreación, el descanso, el esparcimiento y el disfrute del tiempo libre, como 

elementos que contribuyen a su desarrollo integral y bienestar. 

 

Las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán promover el acceso de 

las personas jóvenes, en condiciones de igualdad y no discriminación, a actividades físicas, 

deportivas, recreativas y de esparcimiento, así como favorecer el acceso y aprovechamiento de 

espacios públicos, deportivos y recreativos adecuados, seguros y accesibles. 

 

Asimismo, deberán impulsar acciones que fomenten la práctica de actividades físicas y 

deportivas y el aprovechamiento del tiempo libre, atendiendo a los intereses, aptitudes y 

condiciones de las personas jóvenes y procurando la inclusión de quienes enfrenten mayores 

barreras para participar. 
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CAPÍTULO XIV 

DEL DERECHO A LA PARTICIPACIÓN 

 

Artículo 26. Las personas jóvenes tienen derecho a participar de manera libre, efectiva e 

informada en los asuntos públicos y en los procesos de toma de decisiones que les conciernan, 

así como en el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de las políticas públicas, 

programas y acciones dirigidos a garantizar sus derechos. 

 

Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán: 

 

I. Establecer mecanismos accesibles, incluyentes y representativos que permitan la 

participación efectiva de las personas jóvenes en los asuntos que les conciernan; 

II. Generar espacios de diálogo, consulta y participación en los procesos de diseño, 

implementación, seguimiento y evaluación de políticas públicas, programas y acciones dirigidos 

a las personas jóvenes; 

III. Garantizar condiciones para que las personas jóvenes puedan expresar libremente sus 

opiniones y propuestas, que éstas sean debidamente consideradas en los procesos de toma de 

decisiones y que se les informe sobre la manera en que fueron valoradas; 

IV. Promover la participación de personas jóvenes provenientes de distintos contextos sociales, 

económicos, culturales y territoriales, procurando la inclusión de quienes enfrenten 

condiciones de desigualdad, exclusión o mayores barreras para participar, y 

V. Proporcionar información suficiente, accesible y oportuna sobre los mecanismos y espacios 

de participación disponibles. 
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Tratándose de personas jóvenes menores de dieciocho años, las autoridades deberán garantizar 

el ejercicio de este derecho conforme al interés superior de la niñez, la autonomía progresiva, 

su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, así como a las demás disposiciones 

previstas en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

 

CAPÍTULO XV 

DEL DERECHO A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, REUNIÓN, ASOCIACIÓN Y 

ORGANIZACIÓN 

 

Artículo 27. Las personas jóvenes tienen derecho a la libertad de expresión y opinión, así como 

a reunirse, asociarse y organizarse libremente, de forma lícita y pacífica, para expresar sus ideas 

e intereses, desarrollar sus proyectos y promover sus aspiraciones individuales y colectivas, de 

conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás 

disposiciones aplicables. 

 

Las personas jóvenes podrán constituir y participar en organizaciones, asociaciones, colectivos 

y demás formas de organización lícita, con plena libertad para determinar sus objetivos y formas 

de participación. 

 

Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán 

respetar la independencia y autonomía de las formas de organización de las personas jóvenes y 

promover condiciones que favorezcan el ejercicio efectivo de estos derechos. 
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CAPÍTULO XVI 

DEL DERECHO A LA INFORMACIÓN 

 

Artículo 28. Las personas jóvenes tienen derecho a buscar, recibir, analizar y difundir 

información que contribuya al ejercicio de sus derechos, a la toma de decisiones informadas y 

a la construcción de sus proyectos de vida, de conformidad con la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables. 

 

Las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán facilitar el acceso de las 

personas jóvenes a información pública completa, oportuna, accesible, comprensible y 

actualizada, así como difundir de manera permanente información sobre los programas, 

servicios, apoyos y acciones dirigidos a ellas. 

 

La información dirigida a las personas jóvenes deberá considerar sus características, condiciones 

y necesidades, así como las barreras que puedan enfrentar para acceder a ella. Las autoridades 

promoverán, además, el conocimiento de los mecanismos para ejercer los derechos de acceso a 

la información y de protección de datos personales. 

 

CAPÍTULO XVII 

DEL DERECHO DE ACCESO A LAS TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LA 

COMUNICACIÓN Y A LOS DERECHOS DIGITALES 

 

Artículo 29. Las personas jóvenes tienen derecho al acceso y uso de las tecnologías de la 

información y la comunicación, incluido Internet, así como al ejercicio de sus derechos en los 
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entornos digitales, en condiciones de igualdad, accesibilidad, seguridad y no discriminación, de 

conformidad con las disposiciones aplicables. 

 

Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán: 

 

I. Promover la inclusión digital de las personas jóvenes y contribuir a reducir las brechas de 

acceso, conectividad y uso de las tecnologías de la información y la comunicación; 

II. Impulsar el desarrollo de habilidades y competencias digitales que permitan a las personas 

jóvenes utilizar las tecnologías de manera informada, crítica, segura y responsable; 

III. Promover el acceso y aprovechamiento de las tecnologías digitales para el ejercicio de los 

derechos a la educación, la información, la participación, la cultura, el trabajo y demás derechos 

reconocidos en esta Ley; 

IV. Promover el conocimiento y ejercicio de los derechos a la privacidad y a la protección de 

datos personales en los entornos digitales, de conformidad con las disposiciones aplicables; 

V. Desarrollar acciones de prevención y orientación sobre los riesgos asociados al uso de las 

tecnologías y los entornos digitales, particularmente aquellos que puedan afectar la integridad, 

privacidad, seguridad o dignidad de las personas jóvenes, y 

VI. Adoptar medidas específicas de inclusión digital para las personas jóvenes que enfrenten 

condiciones de desigualdad, exclusión o mayores barreras para el acceso y aprovechamiento de 

las tecnologías. 

 

CAPÍTULO XVIII 

DEL DERECHO A LA MOVILIDAD 
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Artículo 30. Las personas jóvenes tienen derecho a la movilidad en condiciones de seguridad, 

accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad, que les permita 

desplazarse y acceder a las oportunidades, bienes y servicios necesarios para su desarrollo 

integral, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás 

disposiciones aplicables. 

 

Las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán considerar las 

necesidades y condiciones de las personas jóvenes en las políticas, programas y acciones en 

materia de movilidad, y promover condiciones que faciliten su acceso a los sistemas de 

transporte público y demás opciones de movilidad. 

 

Asimismo, deberán impulsar la eliminación de barreras que limiten su desplazamiento y el 

acceso a centros educativos, lugares de trabajo, servicios de salud, espacios culturales, 

deportivos y recreativos, así como atender las necesidades de quienes enfrenten condiciones de 

desigualdad, exclusión o mayores barreras para su movilidad. 

 

CAPÍTULO XIX 

DEL DERECHO A UN MEDIO AMBIENTE SANO 

 

Artículo 31. Las personas jóvenes tienen derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo 

y bienestar, así como a participar en su protección, conservación y restauración, de 

conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás 

disposiciones aplicables. 
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Las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán promover la 

participación efectiva de las personas jóvenes en las políticas y acciones relacionadas con la 

protección del medio ambiente y la atención al cambio climático, así como impulsar su 

educación, formación e información ambiental. 

 

Las políticas públicas en la materia deberán considerar las condiciones y perspectivas de las 

personas jóvenes y promover un desarrollo sostenible que atienda las necesidades presentes sin 

comprometer las de las generaciones futuras. 

 

CAPÍTULO XX 

DEL DERECHO A LA PAZ 

 

Artículo 32. Las personas jóvenes tienen derecho a la paz y a desarrollarse en entornos que 

favorezcan la convivencia pacífica, el respeto a los derechos humanos, la solidaridad y la 

resolución pacífica de los conflictos. 

 

Las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán promover una cultura 

de paz mediante acciones de educación, sensibilización y formación que fomenten el diálogo, 

la tolerancia, el respeto a la diversidad y la solución pacífica de controversias en los ámbitos 

educativo, familiar, comunitario y social. 

 

Asimismo, deberán impulsar iniciativas que fortalezcan la convivencia, la cohesión social y la 

construcción de entornos pacíficos, reconociendo a las personas jóvenes como agentes de 

transformación social y construcción de paz. 
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TÍTULO TERCERO 

DE LAS OBLIGACIONES GENERALES DE LAS AUTORIDADES 

 

Artículo 33. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos de 

las personas jóvenes, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, esta Ley y 

demás disposiciones aplicables. 

 

Para el cumplimiento de esta obligación, deberán incorporar la perspectiva de las personas 

jóvenes en el ejercicio de sus atribuciones y adoptar, conforme a sus atribuciones, las medidas 

normativas, administrativas y de otra índole que resulten necesarias para favorecer el ejercicio 

efectivo de sus derechos, de conformidad con los principios establecidos en esta Ley. 

 

Las autoridades deberán observar el principio de progresividad y abstenerse de adoptar medidas 

que impliquen retrocesos injustificados en la protección y ejercicio de los derechos de las 

personas jóvenes. 

 

Artículo 34. Las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán considerar 

las distintas condiciones sociales, económicas, culturales, territoriales y personales de las 

personas jóvenes en el diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas, programas 

y servicios dirigidos a garantizar sus derechos. 
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Para tal efecto, deberán identificar las necesidades y obstáculos específicos que enfrentan las 

personas jóvenes en el acceso y ejercicio de sus derechos, a fin de adecuar las medidas 

institucionales a sus circunstancias y contextos. 

 

Las acciones que se desarrollen deberán atender las diferencias entre las personas jóvenes, 

evitando enfoques homogéneos que desconozcan sus distintas realidades y necesidades. 

 

Artículo 35. Las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán procurar 

que los programas, servicios y mecanismos de atención dirigidos a las personas jóvenes sean 

accesibles, oportunos y adecuados para facilitar el ejercicio efectivo de sus derechos. 

 

Para tal efecto, deberán promover la simplificación de los procedimientos y requisitos 

administrativos, así como la eliminación de barreras físicas, tecnológicas, de comunicación y de 

cualquier otra índole que dificulten injustificadamente el acceso de las personas jóvenes a 

dichos programas y servicios. 

 

Asimismo, deberán procurar que los procedimientos de acceso a dichos programas y servicios 

sean claros, sencillos y adecuados a las características y necesidades de las personas jóvenes, de 

conformidad con las disposiciones aplicables. 

 

Artículo 36. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán coordinar sus acciones para garantizar una atención integral a las 

personas jóvenes y favorecer el ejercicio efectivo de sus derechos. 
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La coordinación institucional deberá orientarse a la articulación de políticas públicas, 

programas y servicios, así como al aprovechamiento de las capacidades y recursos disponibles, 

a fin de evitar duplicidades, identificar necesidades de atención y favorecer la continuidad de 

las acciones dirigidas a las personas jóvenes. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, las autoridades deberán establecer, conforme a sus 

atribuciones, mecanismos de colaboración institucional que faciliten la articulación de sus 

acciones y, cuando resulte necesario, el intercambio de información, con observancia de las 

disposiciones aplicables en materia de protección de datos personales. 

 

Artículo 37. Las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán facilitar a 

las personas jóvenes el acceso a mecanismos de orientación y atención cuando consideren que 

sus derechos han sido vulnerados o se encuentran en riesgo de serlo. 

 

Para tal efecto, deberán brindar información clara y accesible sobre las instancias y 

procedimientos competentes para la protección y defensa de sus derechos, así como 

proporcionar orientación y, cuando corresponda, canalización oportuna a las autoridades e 

instituciones facultadas para su atención. 

 

La orientación y canalización deberán realizarse con respeto a la dignidad, privacidad y 

confidencialidad de las personas jóvenes, atendiendo a sus condiciones y necesidades específicas 

y sin perjuicio de las atribuciones y procedimientos establecidos en las disposiciones aplicables. 

 

TÍTULO CUARTO 

DE LA POLÍTICA NACIONAL DE LAS PERSONAS JÓVENES 
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Artículo 38. La Política Nacional de las Personas Jóvenes constituye el conjunto de objetivos, 

principios, directrices y acciones orientados a promover el desarrollo integral de las personas 

jóvenes y el ejercicio de sus derechos. 

 

Su definición e instrumentación corresponderán al Instituto Mexicano de la Juventud, en 

colaboración con la Secretaría de Bienestar, de conformidad con lo dispuesto en la Ley del 

Instituto Mexicano de la Juventud, la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables. 

 

Las autoridades competentes participarán en su implementación conforme a sus respectivas 

atribuciones. 

 

Artículo 39. La Política Nacional de las Personas Jóvenes tendrá los siguientes objetivos: 

 

I. Promover el ejercicio efectivo de los derechos de las personas jóvenes y generar condiciones 

que favorezcan su desarrollo integral y bienestar; 

II. Reducir las desigualdades y barreras estructurales que limitan las oportunidades de las 

personas jóvenes, mediante acciones que atiendan sus distintas condiciones y contextos; 

III. Fortalecer la incorporación de la perspectiva de las personas jóvenes en las políticas 

públicas, programas y acciones de los distintos sectores y órdenes de gobierno; 

IV. Impulsar la participación efectiva de las personas jóvenes en la identificación de sus 

necesidades, la formulación de propuestas y los procesos de toma de decisiones públicas que les 

conciernan; 

V. Favorecer la articulación y complementariedad de las acciones institucionales dirigidas a las 

personas jóvenes, para mejorar su alcance y evitar duplicidades, y 
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VI. Promover que las políticas públicas dirigidas a las personas jóvenes se sustenten en 

información y diagnósticos que permitan identificar sus necesidades, desigualdades y 

condiciones de desarrollo. 

 

Artículo 40. La Política Nacional de las Personas Jóvenes se instrumentará, en el ámbito federal, 

mediante el Programa Nacional de Juventud previsto en la Ley del Instituto Mexicano de la 

Juventud, así como a través de los instrumentos de planeación que resulten aplicables. 

 

El Programa Nacional de Juventud será obligatorio para las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal en el ámbito de sus respectivas competencias y orientará las 

acciones de las entidades federativas y los municipios, en términos de la legislación aplicable. 

 

Su elaboración, actualización y ejecución se realizarán conforme a las atribuciones y 

procedimientos establecidos en la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud y la Ley de 

Planeación. 

 

Artículo 41. Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como las 

autoridades de las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la 

Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán considerar los 

objetivos de la Política Nacional de las Personas Jóvenes en la formulación e implementación 

de sus políticas, programas y acciones. 

 

La incorporación de dichos objetivos deberá realizarse de manera transversal, particularmente 

en las materias de educación, salud, trabajo, vivienda, cultura, participación y demás ámbitos 
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relacionados con el desarrollo integral de las personas jóvenes, de conformidad con las 

disposiciones aplicables. 

 

Las autoridades deberán procurar que las acciones dirigidas a las personas jóvenes sean 

congruentes y complementarias con las políticas sectoriales correspondientes, a fin de favorecer 

una atención integral y evitar intervenciones aisladas o contradictorias. 

 

TÍTULO QUINTO 

DEL SISTEMA NACIONAL DE LAS PERSONAS JÓVENES 

CAPÍTULO I 

DE LA NATURALEZA E INTEGRACIÓN DEL SISTEMA NACIONAL 

 

Artículo 42. Se establece el Sistema Nacional de las Personas Jóvenes como el mecanismo de 

coordinación, articulación y colaboración entre las autoridades de la Federación, las entidades 

federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, para la 

implementación de la Política Nacional de las Personas Jóvenes y el cumplimiento de los 

objetivos previstos en esta Ley. 

 

El Sistema Nacional tendrá por objeto favorecer la actuación conjunta de las autoridades 

competentes, promover la complementariedad de las políticas, programas y acciones dirigidos 

a las personas jóvenes y contribuir al ejercicio efectivo de sus derechos. 

 

El Sistema Nacional se integrará y funcionará conforme a las disposiciones de esta Ley, sin 

constituir un organismo público con personalidad jurídica o patrimonio propios. 
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Artículo 43. El Sistema Nacional de las Personas Jóvenes estará integrado por: 

 

I. La persona titular del Instituto Mexicano de la Juventud, quien presidirá el Sistema Nacional; 

II. Las personas representantes de las dependencias de la Administración Pública Federal 

competentes en materia de educación, salud, trabajo, bienestar, vivienda, cultura, seguridad y 

demás ámbitos vinculados directamente con los derechos de las personas jóvenes, conforme a 

las reglas de funcionamiento del Sistema Nacional; 

III. Las personas titulares de las instancias responsables de las políticas de juventud en las 

entidades federativas, y 

IV. Las personas representantes de los municipios y de las demarcaciones territoriales de la 

Ciudad de México, designadas mediante mecanismos que aseguren una representación 

territorial equilibrada, conforme a las reglas de funcionamiento del Sistema Nacional. 

 

Las personas representantes previstas en la fracción II deberán contar con un nivel de 

responsabilidad y facultades suficientes para participar en la definición y seguimiento de los 

acuerdos correspondientes, conforme al ámbito de sus respectivas competencias. 

 

El Sistema Nacional podrá convocar a representantes de otras instituciones públicas, 

organizaciones de la sociedad civil, instituciones académicas y personas jóvenes para participar 

en sus sesiones, con carácter consultivo y sin derecho a voto, conforme a las disposiciones 

aplicables. 

 

CAPÍTULO II 

DE LAS ATRIBUCIONES Y EL FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA NACIONAL 
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Artículo 44. El Sistema Nacional tendrá las siguientes funciones: 

 

I. Facilitar el intercambio de información y experiencias entre las autoridades participantes; 

II. Identificar necesidades de colaboración interinstitucional relacionadas con los derechos de 

las personas jóvenes; 

III. Promover la articulación de acciones federales, estatales y municipales en materia de 

juventud; 

IV. Formular propuestas de coordinación para consideración de las autoridades competentes; 

V. Favorecer el intercambio de buenas prácticas y experiencias en la atención de las personas 

jóvenes; 

VI. Conocer información general sobre los avances de las acciones desarrolladas por las 

instituciones participantes, conforme a las disposiciones aplicables, y 

VII. Las demás que resulten compatibles con su naturaleza de mecanismo de coordinación. 

 

Las funciones del Sistema Nacional no sustituirán las atribuciones conferidas al Instituto 

Mexicano de la Juventud, a su Junta Directiva, a su Dirección General ni a las demás autoridades 

competentes. 

 

Los acuerdos del Sistema Nacional no podrán modificar las atribuciones establecidas en otros 

ordenamientos jurídicos. 

 

Artículo 45. El Instituto Mexicano de la Juventud tendrá a su cargo la coordinación técnica y 

operativa del Sistema Nacional, conforme a las atribuciones que le confiere su legislación. 
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Para el desarrollo de estas funciones, podrá utilizar sus unidades administrativas y mecanismos 

institucionales existentes, de conformidad con su normativa interna y disponibilidad 

presupuestaria. 

 

La coordinación del Sistema Nacional no modificará la naturaleza jurídica, autonomía, 

estructura orgánica ni las facultades de la Junta Directiva, de la Dirección General y de los 

demás órganos del Instituto. 

 

Artículo 46. El Sistema Nacional de las Personas Jóvenes sesionará de manera ordinaria por lo 

menos dos veces al año y de forma extraordinaria cuando la naturaleza de los asuntos lo 

requiera, previa convocatoria de su presidencia. 

 

Las sesiones podrán celebrarse de manera presencial o mediante el uso de tecnologías de la 

información y la comunicación, conforme a las reglas de funcionamiento del Sistema Nacional. 

 

Para la validez de las sesiones se requerirá la asistencia de la mayoría de las personas integrantes 

previstas en el artículo 43 de esta Ley. Los acuerdos se adoptarán por mayoría de votos de las 

personas integrantes presentes con derecho a voto y, en caso de empate, la presidencia tendrá 

voto de calidad. 

 

El Sistema Nacional aprobará sus reglas de funcionamiento, en las que se establecerán los 

procedimientos de convocatoria, participación, deliberación, adopción y seguimiento de 

acuerdos, así como los demás aspectos necesarios para su operación. 
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Artículo 47. El Sistema Nacional de las Personas Jóvenes podrá constituir grupos de trabajo de 

carácter temporal para el análisis y atención de asuntos específicos relacionados con la 

implementación de la Política Nacional de las Personas Jóvenes. 

 

Los grupos de trabajo se integrarán por representantes de las autoridades que correspondan, de 

acuerdo con la naturaleza de los asuntos a tratar, y podrán contar con la participación de 

personas jóvenes, organizaciones de la sociedad civil, instituciones académicas y especialistas, 

conforme a las reglas de funcionamiento del Sistema Nacional. 

 

Los grupos de trabajo tendrán funciones de análisis, formulación de propuestas y seguimiento 

de los asuntos que les sean encomendados, sin asumir atribuciones que correspondan a las 

autoridades integrantes del Sistema Nacional. 

 

Su integración, objetivos, duración y mecanismos para presentar resultados serán determinados 

en el acuerdo mediante el cual se constituyan. 

 

TÍTULO SEXTO 

DE LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS 

 

Artículo 48. La Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México ejercerán las atribuciones que les correspondan para el 

cumplimiento de esta Ley, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, las disposiciones aplicables y sus respectivos ámbitos de competencia. 
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La distribución de competencias prevista en este Título tendrá por objeto favorecer la 

implementación de la Política Nacional de las Personas Jóvenes, fortalecer la actuación de las 

autoridades responsables y facilitar la articulación de las acciones dirigidas a garantizar los 

derechos de las personas jóvenes. 

 

El ejercicio de estas atribuciones se realizará sin perjuicio de las facultades y obligaciones que 

correspondan a las autoridades conforme a la legislación aplicable en materias específicas. 

 

Artículo 49. Corresponde a la Federación, por conducto de las autoridades competentes y en el 

ámbito de sus respectivas atribuciones: 

 

I. Formular, conducir e implementar la Política Nacional de las Personas Jóvenes, de 

conformidad con los principios y objetivos establecidos en esta Ley; 

II. Elaborar e implementar el Programa Nacional de las Personas Jóvenes, en congruencia con 

el Plan Nacional de Desarrollo y demás instrumentos de planeación aplicables; 

III. Incorporar la perspectiva de las personas jóvenes en las políticas, programas y acciones de 

la Administración Pública Federal, conforme a las atribuciones de las dependencias y entidades 

correspondientes; 

IV. Promover mecanismos de colaboración con las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México para el desarrollo de acciones dirigidas a las 

personas jóvenes; 

V. Proporcionar, conforme a la disponibilidad presupuestaria y las disposiciones aplicables, 

asistencia técnica y apoyo para el fortalecimiento de las capacidades institucionales de las 

autoridades responsables de las políticas de juventud; 
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VI. Impulsar la generación, integración y actualización de información estadística y 

diagnósticos de alcance nacional sobre las condiciones de vida y necesidades de las personas 

jóvenes, en coordinación con las instancias competentes, y 

VII. Promover mecanismos de seguimiento y evaluación de las políticas y programas federales 

dirigidos a las personas jóvenes, de conformidad con las disposiciones aplicables. 

 

Artículo 50. Corresponde a las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas 

competencias: 

 

I. Formular, implementar y dar seguimiento a las políticas y programas de juventud en su 

territorio, considerando los objetivos de la Política Nacional de las Personas Jóvenes y las 

necesidades particulares de su población joven; 

II. Incorporar la perspectiva de las personas jóvenes en las políticas, programas y acciones de la 

administración pública estatal; 

III. Fortalecer las instancias responsables de las políticas de juventud, de conformidad con su 

legislación y organización administrativa; 

IV. Promover mecanismos de colaboración con los municipios y, en el caso de la Ciudad de 

México, con sus demarcaciones territoriales, para la implementación de acciones dirigidas a las 

personas jóvenes; 

V. Impulsar la participación de las personas jóvenes en la identificación de necesidades y la 

formulación de propuestas relacionadas con las políticas públicas de su entidad; 

VI. Contribuir, en coordinación con las instancias competentes, a la generación y actualización 

de información sobre las condiciones de vida y necesidades de las personas jóvenes en su 

territorio, y 
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VII. Dar seguimiento a los resultados de las políticas y programas estatales dirigidos a las 

personas jóvenes, conforme a las disposiciones aplicables. 

 

Artículo 51. Corresponde a los municipios y a las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 

México, en el ámbito de sus respectivas competencias: 

 

I. Desarrollar e implementar acciones y programas dirigidos a las personas jóvenes, 

considerando sus necesidades y las características sociales, económicas, culturales y territoriales 

de sus comunidades; 

II. Incorporar la perspectiva de las personas jóvenes en las políticas, programas y servicios 

públicos de su competencia; 

III. Facilitar el acceso de las personas jóvenes a los programas y servicios públicos municipales 

o de las demarcaciones territoriales, así como promover su vinculación con las instancias 

estatales y federales competentes; 

IV. Promover espacios y mecanismos de participación de las personas jóvenes en los asuntos 

públicos de sus comunidades, de conformidad con las disposiciones aplicables; 

V. Colaborar con las autoridades federales y estatales en la implementación de acciones y 

programas dirigidos a las personas jóvenes, y 

VI. Contribuir a la identificación de necesidades y problemáticas de las personas jóvenes en sus 

comunidades, así como proporcionar, conforme a sus atribuciones, información que favorezca 

la planeación y el seguimiento de las políticas de juventud. 

 

TÍTULO SÉPTIMO 

DE LA PARTICIPACIÓN DE LAS PERSONAS JÓVENES 
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Artículo 52. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán establecer o fortalecer mecanismos de participación que permitan a las 

personas jóvenes expresar sus opiniones, formular propuestas y contribuir a la elaboración, 

implementación y seguimiento de las políticas públicas que les conciernan. 

 

Los mecanismos de participación deberán ser accesibles e incluyentes y considerar las distintas 

condiciones y contextos de las personas jóvenes. Las autoridades deberán adoptar medidas para 

reducir las barreras que dificulten su intervención y favorecer una participación libre e 

informada. 

 

Las autoridades deberán establecer procedimientos para dar a conocer los resultados de estos 

mecanismos y comunicar, de manera clara y accesible, el tratamiento otorgado a las propuestas 

y opiniones recibidas, sin que estas tengan carácter vinculante, salvo disposición legal en 

contrario. 

 

Artículo 53. El Consejo Ciudadano de Seguimiento de Políticas Públicas en Materia de 

Juventud, previsto en la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud, constituirá un mecanismo 

de participación y consulta de las personas jóvenes en el marco de la Política Nacional de las 

Personas Jóvenes. 

 

En el ejercicio de sus atribuciones, el Consejo Ciudadano podrá formular opiniones, propuestas 

y recomendaciones relacionadas con la implementación y seguimiento de la Política Nacional, 

así como presentar sus aportaciones al Sistema Nacional de las Personas Jóvenes, por conducto 

del Instituto Mexicano de la Juventud. 
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El Sistema Nacional deberá establecer mecanismos para recibir y considerar las opiniones, 

propuestas y recomendaciones del Consejo Ciudadano, así como informar sobre el tratamiento 

que se les haya otorgado, sin que estas tengan carácter vinculante. 

 

La integración, organización y funcionamiento del Consejo Ciudadano se regirán por la Ley del 

Instituto Mexicano de la Juventud y demás disposiciones aplicables. 

 

Artículo 54. Las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán garantizar 

que los mecanismos de participación previstos en esta Ley contemplen modalidades adecuadas 

para la intervención de las personas jóvenes menores de dieciocho años, de conformidad con el 

principio del interés superior de la niñez y su autonomía progresiva. 

 

Para tal efecto, deberán establecer condiciones que permitan a las personas adolescentes 

expresar libremente sus opiniones y formular propuestas sobre los asuntos públicos que les 

conciernan, mediante procedimientos accesibles, comprensibles y adecuados a su edad, 

desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez. 

 

La participación de las personas jóvenes menores de dieciocho años deberá desarrollarse en 

condiciones que protejan su integridad, privacidad y datos personales, sin perjuicio de los 

derechos y medidas de protección previstos en la legislación aplicable en materia de niñas, 

niños y adolescentes. 

 

Artículo 55. En el ámbito federal, la participación y el seguimiento ciudadano de las políticas 

públicas en materia de juventud se articularán con el Consejo Ciudadano de Seguimiento de 
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Políticas Públicas en Materia de Juventud, de conformidad con las atribuciones, integración y 

funcionamiento previstos en la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud. 

 

Las autoridades competentes podrán establecer mecanismos adicionales de consulta y 

participación juvenil, siempre que no sustituyan ni dupliquen las funciones legalmente 

atribuidas al Consejo Ciudadano. 

 

Los mecanismos previstos en este artículo deberán favorecer la inclusión de personas jóvenes 

con distintas características y condiciones, conforme a las disposiciones aplicables. 

 

Artículo 56. Las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán favorecer 

la continuidad y apertura de los mecanismos de participación de las personas jóvenes, 

promoviendo su incorporación a los procesos ordinarios de formulación y seguimiento de las 

políticas públicas que les conciernan. 

 

La participación en dichos mecanismos deberá desarrollarse con respeto a la autonomía, 

pluralidad de opiniones y libertad de expresión de las personas jóvenes, sin condicionarse a su 

afiliación política, pertenencia a organizaciones determinadas o respaldo a las decisiones de las 

autoridades. 

 

TÍTULO OCTAVO 

DE LA PLANEACIÓN, INFORMACIÓN, PRESUPUESTO Y EVALUACIÓN 

CAPÍTULO I 

DE LA PLANEACIÓN 
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Artículo 57. El Programa Nacional de las Personas Jóvenes será el instrumento de planeación 

mediante el cual se establecerán los objetivos, estrategias, líneas de acción y prioridades para la 

implementación de la Política Nacional de las Personas Jóvenes, de conformidad con esta Ley 

y las disposiciones aplicables en materia de planeación. 

 

El Instituto Mexicano de la Juventud será responsable de coordinar la elaboración del Programa 

Nacional, con la participación de las dependencias y entidades de la Administración Pública 

Federal competentes, así como de promover la colaboración de las entidades federativas y la 

consideración de las propuestas de las personas jóvenes. 

 

El Programa Nacional deberá guardar congruencia con el Plan Nacional de Desarrollo y los 

demás instrumentos de planeación aplicables. Su aprobación y publicación se realizarán 

conforme a las disposiciones legales correspondientes. 

 

Artículo 58. El Programa Nacional de las Personas Jóvenes deberá contener, al menos, los 

siguientes elementos: 

 

I. Un diagnóstico de las condiciones de vida de las personas jóvenes, que identifique sus 

principales necesidades, desigualdades y problemáticas, considerando las diferencias 

territoriales, sociales, económicas y culturales; 

II. Los objetivos, estrategias, prioridades y líneas de acción para la implementación de la Política 

Nacional de las Personas Jóvenes; 

III. La identificación de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal 

responsables de la ejecución de las acciones previstas, conforme a sus respectivas atribuciones; 
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IV. Los mecanismos de coordinación y colaboración con las entidades federativas, los 

municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México que resulten necesarios 

para su implementación, y 

V. Las metas, indicadores y mecanismos de seguimiento y evaluación que permitan valorar el 

cumplimiento de los objetivos y los resultados de las acciones previstas. 

 

 

El Programa Nacional deberá considerar las opiniones y propuestas de las personas jóvenes 

recabadas mediante los mecanismos de participación previstos en esta Ley, así como la 

información y los diagnósticos disponibles en las instancias competentes. 

 

Artículo 59. Las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la 

Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán considerar los 

objetivos y prioridades de la Política Nacional de las Personas Jóvenes en la elaboración y 

actualización de sus instrumentos de planeación relacionados con la población joven. 

 

La articulación de dichos instrumentos con el Programa Nacional de las Personas Jóvenes se 

promoverá mediante los mecanismos de coordinación y colaboración previstos en esta Ley, 

respetando las atribuciones, prioridades y necesidades de cada ámbito de gobierno. 

 

Las autoridades podrán incorporar objetivos, estrategias y acciones dirigidas a las personas 

jóvenes en sus instrumentos de planeación existentes, sin que esta Ley implique, por sí misma, 

la obligación de crear programas adicionales. 

 

CAPÍTULO II 
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DE LA INFORMACIÓN Y EL SEGUIMIENTO 

 

Artículo 60. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán aprovechar la información estadística y los registros administrativos 

disponibles y, cuando resulte necesario y conforme a sus atribuciones, promover la generación 

de información adicional sobre las condiciones de vida de las personas jóvenes, con el propósito 

de sustentar la formulación, implementación y evaluación de las políticas públicas dirigidas a 

garantizar sus derechos. 

 

La información deberá permitir identificar las diferencias y desigualdades existentes entre las 

personas jóvenes, considerando, cuando resulte pertinente y estadísticamente viable, 

características como edad, sexo, condición de discapacidad, pertenencia indígena, ubicación 

territorial y otras circunstancias relevantes para el ejercicio de sus derechos. 

 

Las autoridades promoverán la coordinación y el intercambio de información entre las 

instituciones competentes, de conformidad con las disposiciones aplicables en materia de 

información estadística, transparencia y protección de datos personales. 

 

Artículo 61. El Instituto Mexicano de la Juventud, en coordinación con las dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal competentes, dará seguimiento al 

cumplimiento de los objetivos y metas, mediante los indicadores establecidos en el Programa 

Nacional de las Personas Jóvenes. 
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Para tal efecto, las dependencias y entidades responsables de las acciones previstas en el 

Programa Nacional deberán proporcionar al Instituto, conforme a sus atribuciones y a las 

disposiciones aplicables, la información necesaria para conocer sus avances y resultados. 

 

El Instituto elaborará y publicará anualmente un informe de seguimiento del Programa 

Nacional, que permita identificar los avances alcanzados, las dificultades encontradas y, en su 

caso, las áreas que requieran atención o ajustes. Dicho informe deberá estar disponible en 

formatos accesibles y respetar las disposiciones aplicables en materia de transparencia y 

protección de datos personales. 

 

CAPÍTULO III 

DEL PRESUPUESTO Y LA EVALUACIÓN 

 

Artículo 62. Las autoridades de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán considerar en sus procesos de programación y presupuestación los 

recursos necesarios para la implementación de las políticas públicas, programas y acciones 

dirigidos a garantizar los derechos de las personas jóvenes. 

 

Las previsiones presupuestarias deberán formularse conforme a los objetivos y prioridades 

establecidos en los instrumentos de planeación correspondientes, así como a las disposiciones 

aplicables en materia de responsabilidad hacendaria, disciplina financiera y presupuesto. 
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La asignación y ejercicio de los recursos se sujetarán a los presupuestos aprobados por las 

autoridades competentes, sin perjuicio de las obligaciones que correspondan al Estado en 

materia de derechos humanos. 

 

Artículo 63. La Política Nacional de las Personas Jóvenes y el Programa Nacional de las Personas 

Jóvenes estarán sujetos a procesos de evaluación que permitan valorar sus resultados, eficacia y 

contribución al ejercicio de los derechos de las personas jóvenes, conforme a las disposiciones 

aplicables. 

 

Las evaluaciones se realizarán mediante los mecanismos e instancias competentes en materia 

de evaluación de políticas públicas, considerando los objetivos, metas e indicadores establecidos 

en los instrumentos de planeación correspondientes. 

 

Los resultados de las evaluaciones deberán ser considerados por las autoridades responsables 

para identificar áreas de mejora y, en su caso, realizar los ajustes necesarios en el diseño e 

implementación de las políticas públicas, programas y acciones dirigidos a las personas jóvenes. 

 

Artículo 64. Las autoridades responsables de la Política Nacional de las Personas Jóvenes y del 

Programa Nacional de las Personas Jóvenes deberán hacer públicos los resultados de las 

evaluaciones realizadas, de conformidad con las disposiciones aplicables en materia de 

transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales. 

 

La información deberá difundirse mediante medios y formatos accesibles que faciliten su 

consulta y comprensión por parte de las personas jóvenes. 
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Las autoridades competentes deberán dar a conocer las medidas de mejora adoptadas como 

resultado de las evaluaciones y los avances en su cumplimiento, conforme a sus respectivas 

atribuciones. 

 

TRANSITORIOS 

 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

Segundo. El Sistema Nacional de las Personas Jóvenes deberá instalarse dentro de los ciento 

ochenta días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 

 

Para tal efecto, el Instituto Mexicano de la Juventud realizará las acciones de coordinación y 

convocatoria necesarias, conforme a lo previsto en esta Ley. 

 

Tercero. El Sistema Nacional de las Personas Jóvenes deberá aprobar sus disposiciones de 

funcionamiento interno dentro de los noventa días naturales siguientes a su instalación. 

 

Cuarto. El Instituto Mexicano de la Juventud deberá considerar las disposiciones de la presente 

Ley en la elaboración o actualización del Programa Nacional de Juventud, conforme a los 

procedimientos y plazos establecidos en la Ley de Planeación y la Ley del Instituto Mexicano 

de la Juventud. 

 

La entrada en vigor del presente Decreto no interrumpirá la vigencia del Programa Nacional 

de Juventud que resulte aplicable. 

 

Quinto. Las autoridades federales competentes realizarán, en el ámbito de sus atribuciones, las 

adecuaciones administrativas necesarias para la implementación del presente Decreto, dentro 

de los ciento ochenta días naturales siguientes a su entrada en vigor. 
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Sexto. Las erogaciones que se generen con motivo de la implementación del presente Decreto 

se atenderán, durante el ejercicio fiscal de su entrada en vigor, con cargo a los presupuestos 

aprobados de las dependencias y entidades competentes, conforme a las disposiciones 

presupuestarias aplicables. 

 

Para los ejercicios fiscales subsecuentes, las autoridades competentes deberán considerar, en sus 

respectivos procesos de programación y presupuestación, los recursos necesarios para el 

cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley, conforme a la disponibilidad 

presupuestaria y a las disposiciones aplicables. 

 

La entrada en vigor del presente Decreto no estará condicionada a la aprobación de asignaciones 

presupuestarias adicionales. 

 

Séptimo. Las disposiciones administrativas y los mecanismos institucionales existentes en 

materia de juventud continuarán aplicándose en lo que no se opongan a la presente Ley, hasta 

en tanto se emitan las disposiciones correspondientes para su implementación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de octubre de 2026 

 

 

DIP. CÉSAR ALEJANDRO DOMÍNGUEZ DOMÍNGUEZ 
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https://www.inegi.org.mx/programas/enoe/15ymas/
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